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LAS PARTES EN LOS PROCESOS DE LAS JURISDICCIONES CIVIL, PENAL, SOCIAL 
Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LEGITIMACIÓN ACTIVA Y PASIVA, LOS 
TERCEROS INTERVINIENTES, DISTINTOS SUPUESTOS Y TRATAMIENTO 
PROCESAL. REFERENCIA A LOS FUEROS TERRITORIALES, EXAMEN DE OFICIO E 
IMPUGNACIÓN DE LAS PARTES. JUICIOS VERBALES DE LA LEY DE 
ENJUICIAMIENTO CIVIL CON ESPECIAL ATENCIÓN A LOS POSESORIOS. 

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

De la capacidad para ser parte, la capacidad procesal y la legitimación 

Artículo 6 Capacidad para ser parte 
1. Podrán ser parte en los procesos ante los tribunales civiles: 

• 1.º Las personas físicas. 
• 2.º El concebido no nacido, para todos los efectos que le sean favorables. 
• 3.º Las personas jurídicas. 
• 4.º Las masas patrimoniales o los patrimonios separados que carezcan transitoriamente de titular 

o cuyo titular haya sido privado de sus facultades de disposición y administración. 
• 5.º Las entidades sin personalidad jurídica a las que la ley reconozca capacidad para ser parte. 
• 6.º El Ministerio Fiscal, respecto de los procesos en que, conforme a la ley, haya de intervenir como 

parte. 
• 7.º Los grupos de consumidores o usuarios afectados por un hecho dañoso cuando los individuos 

que lo compongan estén determinados o sean fácilmente determinables. Para demandar en juicio 
será necesario que el grupo se constituya con la mayoría de los afectados. 

• 8.º Las entidades habilitadas conforme a la normativa comunitaria europea para el ejercicio de la 
acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los 
consumidores y usuarios. 

2. Sin perjuicio de la responsabilidad que, conforme a la ley, pueda corresponder a los gestores o a los 
partícipes, podrán ser demandadas, en todo caso, las entidades que, no habiendo cumplido los 
requisitos legalmente establecidos para constituirse en personas jurídicas, estén formadas por una 
pluralidad de elementos personales y patrimoniales puestos al servicio de un fin determinado. 

Artículo 7 Comparecencia en juicio y representación 
1. Podrán comparecer en juicio todas las personas. 
2. Las personas menores de edad no emancipadas deberán comparecer mediante la representación, 

asistencia o autorización exigidos por la ley. En el caso de las personas con medidas de apoyo para el 
ejercicio de su capacidad jurídica, se estará al alcance y contenido de estas. 

3. Por los concebidos y no nacidos comparecerán las personas que legítimamente los representarían si 
ya hubieren nacido. 

4. Por las personas jurídicas comparecerán quienes legalmente las representen. 
5. Las masas patrimoniales o patrimonios separados a que se refiere el número 4.º del apartado 1 del 

artículo anterior comparecerán en juicio por medio de quienes, conforme a la ley, las administren. 
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6. Las entidades sin personalidad a que se refiere el número 5.º del apartado 1 del artículo anterior 
comparecerán en juicio por medio de las personas a quienes la ley, en cada caso, atribuya la 
representación en juicio de dichas entidades. 

7. Por las entidades sin personalidad a que se refiere el número 7.º del apartado 1 y el apartado 2 del 
artículo anterior comparecerán en juicio las personas que, de hecho o en virtud de pactos de la entidad, 
actúen en su nombre frente a terceros. 

8. Las limitaciones a la capacidad de quienes estén sometidos a concurso y los modos de suplirlas se 
regirán por lo establecido en la Ley Concursal. 

Artículo 7 bis Ajustes para personas con discapacidad 
1. En los procesos en los que participen personas con discapacidad, se realizarán las adaptaciones y los 

ajustes que sean necesarios para garantizar su participación en condiciones de igualdad. 
2. Dichas adaptaciones y ajustes se realizarán, tanto a petición de cualquiera de las partes o del Ministerio 

Fiscal, como de oficio por el propio Tribunal, y en todas las fases y actuaciones procesales en las que 
resulte necesario, incluyendo los actos de comunicación. Las adaptaciones podrán venir referidas a la 
comunicación, la comprensión y la interacción con el entorno. 

3. Las personas con discapacidad tienen el derecho a entender y ser entendidas en cualquier actuación 
que deba llevarse a cabo. A tal fin: 

• a) Todas las comunicaciones con las personas con discapacidad, orales o escritas, se harán en un 
lenguaje claro, sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta sus características personales 
y sus necesidades, haciendo uso de medios como la lectura fácil. Si fuera necesario, la comunicación 
también se hará a la persona que preste apoyo a la persona con discapacidad para el ejercicio de su 
capacidad jurídica. 

• b) Se facilitará a la persona con discapacidad la asistencia o apoyos necesarios para que pueda 
hacerse entender, lo que incluirá la interpretación en las lenguas de signos reconocidas legalmente 
y los medios de apoyo a la comunicación oral de personas sordas, con discapacidad auditiva y 
sordociegas. 

• c) Se permitirá la participación de un profesional experto que a modo de facilitador realice tareas de 
adaptación y ajuste necesarias para que la persona con discapacidad pueda entender y ser 
entendida. 

• d) La persona con discapacidad podrá estar acompañada de una persona de su elección desde el 
primer contacto con las autoridades y funcionarios. 

Artículo 8 Integración de la capacidad procesal 
1. Cuando la persona física se encuentre en el caso del apartado 2 del artículo anterior y no hubiere 

persona que legalmente la represente o asista para comparecer en juicio, el Letrado de la 
Administración de Justicia le nombrará un defensor judicial mediante decreto, que asumirá su 
representación y defensa hasta que se designe a aquella persona. 

2. En el caso a que se refiere el apartado anterior y en los demás en que haya de nombrarse un defensor 
judicial al demandado, el Ministerio Fiscal asumirá la representación y defensa de éste hasta que se 
produzca el nombramiento de aquél. 

En todo caso, el proceso quedará en suspenso mientras no conste la intervención del Ministerio Fiscal.  

Artículo 9 Apreciación de oficio de la falta de capacidad 
La falta de capacidad para ser parte y de capacidad procesal podrá ser apreciada de oficio por el tribunal 
en cualquier momento del proceso.  
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Artículo 10 Condición de parte procesal legítima 
Serán considerados partes legítimas quienes comparezcan y actúen en juicio como titulares de la relación 
jurídica u objeto litigioso. 
Se exceptúan los casos en que por ley se atribuya legitimación a persona distinta del titular.  

Artículo 11 Legitimación para la defensa de derechos e intereses de consumidores y usuarios 
1. Sin perjuicio de la legitimación individual de los perjudicados, las asociaciones de consumidores y 

usuarios legalmente constituidas estarán legitimadas para defender en juicio los derechos e intereses 
de sus asociados y los de la asociación, así como los intereses generales de los consumidores y usuarios. 

2. Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean un grupo de consumidores o usuarios cuyos 
componentes estén perfectamente determinados o sean fácilmente determinables, la legitimación 
para pretender la tutela de esos intereses colectivos corresponde a las asociaciones de consumidores 
y usuarios, a las entidades legalmente constituidas que tengan por objeto la defensa o protección de 
éstos, así como a los propios grupos de afectados. 

3. Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean una pluralidad de consumidores o usuarios 
indeterminada o de difícil determinación, la legitimación para demandar en juicio la defensa de estos 
intereses difusos corresponderá exclusivamente a las asociaciones de consumidores y usuarios que, 
conforme a la Ley, sean representativas. 

4. Las entidades habilitadas a las que se refiere el artículo 6.1.8 estarán legitimadas para el ejercicio de 
la acción de cesación para la defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los 
consumidores y usuarios. 
Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la capacidad de la entidad habilitada 
para ser parte, sin perjuicio de examinar si la finalidad de la misma y los intereses afectados legitiman 
el ejercicio de la acción. 

5. El Ministerio Fiscal estará legitimado para ejercitar cualquier acción en defensa de los intereses de los 
consumidores y usuarios.  

Artículo 11 bis Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación 
1. Para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación, además de las personas 

afectadas y siempre con su autorización, estarán también legitimados la Autoridad Independiente para 
la Igualdad de Trato y la No Discriminación, así como, en relación con las personas afiliadas o asociadas 
a los mismos, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de trabajadores 
autónomos, las organizaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones y 
organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los 
derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la igualdad de trato y la no 
discriminación. 

2. Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determinación, la 
legitimación para instar acciones judiciales en defensa de derechos o intereses difusos corresponderá 
a la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, a los partidos políticos, 
los sindicatos y las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos más representativos, así 
como a las organizaciones de personas consumidoras y usuarias de ámbito estatal, a las organizaciones, 
de ámbito estatal o del ámbito territorial en el que se produce la situación de discriminación que 
tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos humanos, de acuerdo con lo establecido 
en la Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación, sin perjuicio en todo caso de la 
legitimación individual de aquellas personas afectadas que estuviesen determinadas.  

Artículo 11 ter Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación por 
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razón de orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales 
1. Para la defensa de los derechos e intereses de las personas víctimas de discriminación por razones de 

orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, además de las personas 
afectadas y siempre que cuenten con su autorización expresa, estarán también legitimados los 
partidos políticos, las organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales, las asociaciones 
profesionales de personas trabajadoras autónomas, las asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la 
defensa y promoción de los derechos de las personas lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersexuales 
o de sus familias, de acuerdo con lo establecido en la Ley para la igualdad real y efectiva de las personas 
trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI. 

2. Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determinación, la 
legitimación para demandar en juicio la defensa de estos intereses difusos corresponderá 
exclusivamente a los organismos públicos con competencia en la materia, a los partidos políticos, las 
organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales, las asociaciones profesionales de 
personas trabajadoras autónomas, las asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las 
asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y 
promoción de los derechos de las personas lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersexuales o de sus 
familias. 

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso discriminatorio por razón de 
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales.  

CAPÍTULO II. De la pluralidad de partes 

Artículo 12 Litisconsorcio 
1. Podrán comparecer en juicio varias personas, como demandantes o como demandados, cuando las 

acciones que se ejerciten provengan de un mismo título o causa de pedir. 
2. Cuando por razón de lo que sea objeto del juicio la tutela jurisdiccional solicitada sólo pueda hacerse 

efectiva frente a varios sujetos conjuntamente considerados, todos ellos habrán de ser demandados, 
como litisconsortes, salvo que la ley disponga expresamente otra cosa.  

Artículo 13 Intervención de sujetos originariamente no demandantes ni demandados 
1. Mientras se encuentre pendiente un proceso, podrá ser admitido como demandante o demandado, 

quien acredite tener interés directo y legítimo en el resultado del pleito. 
En particular, cualquier consumidor o usuario podrá intervenir en los procesos instados por las 
entidades legalmente reconocidas para la defensa de los intereses de aquéllos. 

2. La solicitud de intervención no suspenderá el curso del procedimiento. El tribunal resolverá por medio 
de auto, previa audiencia de las partes personadas, en el plazo común de diez días. 

3. Admitida la intervención, no se retrotraerán las actuaciones, pero el interviniente será considerado 
parte en el proceso a todos los efectos y podrá defender las pretensiones formuladas por su 
litisconsorte o las que el propio interviniente formule, si tuviere oportunidad procesal para ello, 
aunque su litisconsorte renuncie, se allane, desista o se aparte del procedimiento por cualquier otra 
causa. 

También se permitirán al interviniente las alegaciones necesarias para su defensa, que no hubiere 
efectuado por corresponder a momentos procesales anteriores a su admisión en el proceso. De estas 
alegaciones el Letrado de la Administración de Justicia dará traslado, en todo caso, a las demás partes, por 
plazo de cinco días. 
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El interviniente podrá, asimismo, utilizar los recursos que procedan contra las resoluciones que estime 
perjudiciales a su interés, aunque las consienta su litisconsorte.  

Artículo 14 Intervención provocada 
1. En caso de que la ley permita que el demandante llame a un tercero para que intervenga en el proceso 

sin la cualidad de demandado, la solicitud de intervención deberá realizarse en la demanda, salvo que 
la ley disponga expresamente otra cosa. Admitida por el tribunal la entrada en el proceso del tercero, 
éste dispondrá de las mismas facultades de actuación que la ley concede a las partes. 

2. Cuando la ley permita al demandado llamar a un tercero para que intervenga en el proceso, se 
procederá conforme a las siguientes reglas: 
• 1.ª El demandado solicitará del tribunal que sea notificada al tercero la pendencia del juicio. La 

solicitud deberá presentarse dentro del plazo otorgado para contestar a la demanda. 
• 2.ª El Letrado de la Administración de Justicia ordenará la interrupción del plazo para contestar a 

la demanda con efectos desde el día en que se presentó la solicitud, y acordará oír al demandante 
en el plazo de diez días, resolviendo el tribunal mediante auto lo que proceda. 

• 3.ª El plazo concedido al demandado para contestar a la demanda se reanudará con la notificación 
al demandado de la desestimación de su petición o, si es estimada, con el traslado del escrito de 
contestación presentado por el tercero y, en todo caso, al expirar el plazo concedido a este último 
para contestar a la demanda. 

• 4.ª Si comparecido el tercero, el demandado considerase que su lugar en el proceso debe ser 
ocupado por aquél, se procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 18. 

• 5.ª Caso de que en la sentencia resultase absuelto el tercero, las costas se podrán imponer a quien 
solicitó su intervención con arreglo a los criterios generales del artículo 394.  

Artículo 15 Publicidad e intervención en procesos para la protección de derechos e intereses colectivos 
y difusos de consumidores y usuarios 
1. En los procesos promovidos por asociaciones o entidades constituidas para la protección de los 

derechos e intereses de los consumidores y usuarios, o por los grupos de afectados, se llamará al 
proceso a quienes tengan la condición de perjudicados por haber sido consumidores del producto o 
usuarios del servicio que dio origen al proceso, para que hagan valer su derecho o interés individual. 
Este llamamiento se hará por el Letrado de la Administración de Justicia publicando la admisión de la 
demanda en medios de comunicación con difusión en el ámbito territorial en el que se haya 
manifestado la lesión de aquellos derechos o intereses. 
El Ministerio Fiscal será parte en estos procesos cuando el interés social lo justifique. El tribunal que 
conozca de alguno de estos procesos comunicará su iniciación al Ministerio Fiscal para que valore la 
posibilidad de su personación. 

2. Cuando se trate de un proceso en el que estén determinados o sean fácilmente determinables los 
perjudicados por el hecho dañoso, el demandante o demandantes deberán haber comunicado 
previamente su propósito de presentación de la demanda a todos los interesados. En este caso, tras 
el llamamiento, el consumidor o usuario podrá intervenir en el proceso en cualquier momento, pero 
sólo podrá realizar los actos procesales que no hubieran precluido. 

3. Cuando se trate de un proceso en el que el hecho dañoso perjudique a una pluralidad de personas 
indeterminadas o de difícil determinación, el llamamiento suspenderá el curso del proceso por un 
plazo que no excederá de dos meses y que el Letrado de la Administración de Justicia determinará en 
cada caso atendiendo a las circunstancias o complejidad del hecho y a las dificultades de 
determinación y localización de los perjudicados. El proceso se reanudará con la intervención de todos 
aquellos consumidores que hayan acudido al llamamiento, no admitiéndose la personación individual 
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de consumidores o usuarios en un momento posterior, sin perjuicio de que éstos puedan hacer valer 
sus derechos o intereses conforme a lo dispuesto en los artículos 221 y 519 de esta ley. 

4. Quedan exceptuados de lo dispuesto en los apartados anteriores los procesos iniciados mediante el 
ejercicio de una acción de cesación para la defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos 
de los consumidores y usuarios.  

Artículo 15 bis Intervención en procesos de defensa de la competencia y de protección de datos 
1. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y los órganos 

competentes de las comunidades autónomas en el ámbito de sus competencias podrán intervenir en 
los procesos de defensa de la competencia y de protección de datos, sin tener la condición de parte, 
por propia iniciativa o a instancia del órgano judicial, mediante la aportación de información o 
presentación de observaciones escritas sobre cuestiones relativas a la aplicación de los artículos 101 y 
102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea o los artículos 1 y 2 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, de Defensa de la Competencia. Con la venia del correspondiente órgano judicial, podrán 
presentar también observaciones verbales. A estos efectos, podrán solicitar al órgano jurisdiccional 
competente que les remita o haga remitir todos los documentos necesarios para realizar una 
valoración del asunto de que se trate. 
La aportación de información no alcanzará a los datos o documentos obtenidos en el ámbito de las 
circunstancias de aplicación de la exención o reducción del importe de las multas previstas en los 
artículos 65 y 66 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 

2. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y los órganos 
competentes de las comunidades autónomas aportarán la información o presentarán las 
observaciones previstas en el número anterior diez días antes de la celebración del acto del juicio a 
que se refiere el artículo 433 o dentro del plazo de oposición o impugnación del recurso interpuesto. 

3. Lo dispuesto en los anteriores apartados en materia de procedimiento será asimismo de aplicación 
cuando la Comisión Europea, la Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades 
autonómicas de protección de datos, en el ámbito de sus competencias, consideren precisa su 
intervención en un proceso que afecte a cuestiones relativas a la aplicación del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.  

Artículo 15 ter Publicidad e intervención en procesos para la defensa del derecho a la igualdad de trato 
y no discriminación 
1. En los procesos promovidos por la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No 

Discriminación, los partidos políticos, sindicatos, asociaciones profesionales de trabajadores 
autónomos, organizaciones de personas consumidoras y usuarias y asociaciones y organizaciones 
legalmente constituidas, que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos humanos, 
se llamará al proceso a quienes tengan la condición de personas afectadas por haber sufrido la 
situación de discriminación que dio origen al proceso, para que hagan valer su derecho o interés 
individual. 

2. El órgano judicial que conozca de alguno de estos procesos comunicará su iniciación al Ministerio Fiscal 
para que, de conformidad con las funciones que le son propias, valore la posibilidad de su personación.  

Artículo 15 quater Publicidad e intervención en procesos para la defensa del derecho a la igualdad de 
trato y no discriminación por razón de orientación e identidad sexual, expresión de género o 
características sexuales 
1. En los procesos promovidos por partidos políticos, organizaciones sindicales, asociaciones 

profesionales de trabajadores autónomos, organizaciones de personas consumidoras y usuarias y 
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asociaciones y organizaciones legalmente constituidas, que tengan entre sus fines la defensa y 
promoción de los derechos de las personas lesbianas, gais, trans, bisexuales e intersexuales y de sus 
familias, se llamará al proceso a quienes tengan la condición de personas afectadas por haber sufrido 
la situación de discriminación que dio origen al proceso, para que hagan valer su derecho o interés 
individual. Este llamamiento se hará por el Letrado de la Administración de Justicia. 

2. El Ministerio Fiscal será parte en estos procesos cuando el interés social lo justifique. El Tribunal que 
conozca de alguno de estos procesos comunicará su iniciación al Ministerio Fiscal para que valore la 
posibilidad de su personación. 

3. Cuando se trate de un proceso en el que estén determinadas o sean fácilmente determinables las 
personas afectadas por la situación de discriminación, el demandante o demandantes deberán haber 
comunicado previamente su propósito de presentación de la demanda a todos los interesados. En este 
caso, tras el llamamiento, la persona afectada podrá intervenir en el proceso en cualquier momento, 
pero solo podrá realizar los actos procesales que no hubieran precluido. 

4. Cuando se trate de un proceso en el que la situación de discriminación perjudique a una pluralidad de 
personas indeterminadas o de difícil determinación, el llamamiento suspenderá el curso del proceso 
por un plazo que no excederá de dos meses y que el Letrado de la Administración de Justicia 
determinará en cada caso atendiendo a las circunstancias o complejidad del hecho y a las dificultades 
de determinación y localización de las personas afectadas. El proceso se reanudará con la intervención 
de todas aquellas que hayan acudido al llamamiento, no admitiéndose la personación individual de 
personas afectadas en un momento posterior, sin perjuicio de que éstas puedan hacer valer sus 
derechos o intereses conforme a lo dispuesto en los artículos 221 y 519. 

CAPÍTULO III. De la sucesión procesal 

Artículo 16 Sucesión procesal por muerte 
1. Cuando se transmita mortis causa lo que sea objeto del juicio, la persona o personas que sucedan al 

causante podrán continuar ocupando en dicho juicio la misma posición que éste, a todos los efectos. 
1. Comunicada la defunción de cualquier litigante por quien deba sucederle, el Letrado de la 

Administración de Justicia acordará la suspensión del proceso y dará traslado a las demás partes. 
Acreditados la defunción y el título sucesorio y cumplidos los trámites pertinentes, el Letrado de la 
Administración de Justicia tendrá, en su caso, por personado al sucesor en nombre del litigante difunto, 
teniéndolo el Tribunal en cuenta en la sentencia que dicte. 

2. Cuando la defunción de un litigante conste al Tribunal que conoce del asunto y no se personare el 
sucesor en el plazo de los cinco días siguientes, el Letrado de la Administración de Justicia por medio 
de diligencia de ordenación permitirá a las demás partes pedir, con identificación de los sucesores y 
de su domicilio o residencia, que se les notifique la existencia del proceso, emplazándoles para 
comparecer en el plazo de diez días. 
En la misma resolución del Letrado de la Administración de Justicia por la que se acuerde la notificación, 
se acordará la suspensión del proceso hasta que comparezcan los sucesores o finalice el plazo para la 
comparecencia. 

3. Cuando el litigante fallecido sea el demandado y las demás partes no conocieren a los sucesores o 
éstos no pudieran ser localizados o no quisieran comparecer, el proceso seguirá adelante, 
declarándose por el Letrado de la Administración de Justicia la rebeldía de la parte demandada. 

4. Si el litigante fallecido fuese el demandante y sus sucesores no se personasen por cualquiera de las 
dos primeras circunstancias expresadas en el párrafo anterior, se dictará por el Letrado de la 
Administración de Justicia decreto en el que teniendo por desistido al demandante, se ordene el 
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archivo de las actuaciones, salvo que el demandado se opusiere, en cuyo caso se aplicará lo dispuesto 
en el apartado tercero del artículo 20. Si la no personación de los sucesores se debiese a que no 
quisieran comparecer, se entenderá que la parte demandante renuncia a la acción ejercitada.  

Artículo 17 Sucesión por transmisión del objeto litigioso 
1. Cuando se haya transmitido, pendiente un juicio, lo que sea objeto del mismo, el adquirente podrá 

solicitar, acreditando la transmisión, que se le tenga como parte en la posición que ocupaba el 
transmitente. El Letrado de la Administración de Justicia dictará diligencia de ordenación por la que 
acordará la suspensión de las actuaciones y otorgará un plazo de diez días a la otra parte para que 
alegue lo que a su derecho convenga. 
Si ésta no se opusiere dentro de dicho plazo, el Letrado de la Administración de Justicia, mediante 
decreto, alzará la suspensión y dispondrá que el adquiriente ocupe en el juicio la posición que el 
transmitente tuviese en él. 

2. Si dentro del plazo concedido en el apartado anterior la otra parte manifestase su oposición a la 
entrada en el juicio del adquirente, el tribunal resolverá por medio de auto lo que estime procedente. 

3. No se accederá a la pretensión cuando dicha parte acredite que le competen derechos o defensas que, 
en relación con lo que sea objeto del juicio, solamente puede hacer valer contra la parte transmitente, 
o un derecho a reconvenir, o que pende una reconvención, o si el cambio de parte pudiera dificultar 
notoriamente su defensa. 
Cuando no se acceda a la pretensión del adquirente, el transmitente continuará en el juicio, quedando 
a salvo las relaciones jurídicas privadas que existan entre ambos. 

4. La sucesión procesal derivada de la enajenación de bienes y derechos litigiosos en procedimientos de 
concurso se regirá por lo establecido en la Ley Concursal. En estos casos, la otra parte podrá oponer 
eficazmente al adquirente cuantos derechos y excepciones le correspondieran frente al concursado. 

Artículo 18 Sucesión en los casos de intervención provocada 
En el caso a que se refiere la regla 4.ª del apartado 2 del artículo 14, de la solicitud presentada por el 
demandado se dará traslado por el Letrado de la Administración de Justicia a las demás partes para que 
aleguen lo que a su derecho convenga, por plazo de cinco días, decidiendo a continuación el Tribunal por 
medio de auto, lo que resulte procedente en orden a la conveniencia o no de la sucesión.  

TERCERIA DE DOMINIO 

Artículo 600 Legitimación pasiva. Litisconsorcio voluntario. Intervención del ejecutado no demandado 
La demanda de tercería se interpondrá frente al acreedor ejecutante y también frente al ejecutado cuando 
el bien al que se refiera haya sido por él designado. 
Aunque no se haya dirigido la demanda de tercería frente al ejecutado, podrá éste intervenir en el 
procedimiento con los mismos derechos procesales que las partes de la tercería, a cuyo fin se le notificará 
en todo caso la admisión a trámite de la demanda para que pueda tener la intervención que a su derecho 
convenga. 

TERCERIA DE MEJOR DERECHO 

Artículo 617 Procedimiento, legitimación pasiva y litisconsorcio 
1. La tercería de mejor derecho se dirigirá siempre frente al acreedor ejecutante, y se sustanciará por los 

cauces del juicio verbal. 



 

 Administración de Justicia 
CLASE 3 

9 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

2. El ejecutado podrá intervenir en el procedimiento de tercería con plenitud de derechos procesales y 
habrá de ser demandado cuando el crédito cuya preferencia alegue el tercerista no conste en un título 
ejecutivo. 

3. Aún cuando no fuere demandado, se notificará en todo caso al ejecutado la admisión a trámite de la 
demanda, a fin de que pueda realizar la intervención que a su derecho convenga. 

CODIGO CIVIL. ALIMENTOS.  

Artículo 144 
La reclamación de alimentos cuando proceda y sean dos o más los obligados a prestarlos se hará por el 
orden siguiente: 
• 1.º Al cónyuge. 
• 2.º A los descendientes de grado más próximo. 
• 3.º A los ascendientes, también de grado más próximo. 
• 4.º A los hermanos, pero estando obligados en último lugar los que sólo sean uterinos o consanguíneos. 

SUCESION PROCESAL EN PROCESOS DE EJECUCION FORZOSA 

Artículo 540 Ejecutante y ejecutado en casos de sucesión 
1. La ejecución podrá despacharse o continuarse a favor de quien acredite ser sucesor del que figure 

como ejecutante en el título ejecutivo y frente al que se acredite que es el sucesor de quien en dicho 
título aparezca como ejecutado. 

2. Para acreditar la sucesión, a los efectos del apartado anterior, habrán de presentarse al tribunal los 
documentos fehacientes en que aquélla conste. Si el tribunal los considera suficientes a tales efectos 
por concurrir los requisitos exigidos para su validez, procederá, sin más trámites, a despachar la 
ejecución a favor o frente a quien resulte ser sucesor en razón de los documentos presentados. 
En el caso de que se hubiera despachado ya ejecución, se notificará la sucesión al ejecutado o 
ejecutante, según proceda, continuándose la ejecución a favor o frente a quien resulte ser sucesor. 

3. Si la sucesión no constara en documentos fehacientes o el tribunal no los considerare suficientes, 
mandará que el letrado de la Administración de Justicia dé traslado de la petición que deduzca el 
ejecutante o ejecutado cuya sucesión se haya producido, a quien conste como ejecutado o ejecutante 
en el título y a quien se pretenda que es su sucesor, dándoles audiencia por el plazo de 15 días. 
Presentadas las alegaciones o transcurrido el plazo sin que las hayan efectuado, el tribunal decidirá lo 
que proceda sobre la sucesión a los solos efectos del despacho o de la prosecución de la ejecución. 

LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 

De las personas a quienes corresponde el ejercicio de las acciones que nacen de los delitos y faltas 

Artículo 100 
De todo delito o falta nace acción penal para el castigo del culpable, y puede nacer también acción civil 
para la restitución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios causados por el 
hecho punible.  
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Artículo 101 
La acción penal es pública. 
Todos los ciudadanos españoles podrán ejercitarla con arreglo a las prescripciones de la Ley.  

Artículo 102 
Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ejercitar la acción penal: 
• 1.º El que no goce de la plenitud de los derechos civiles. 
• 2.º El que hubiere sido condenado dos veces por sentencia firme como reo del delito de denuncia o 

querella calumniosas. 
• 3.º El Juez o Magistrado. 
Los comprendidos en los números anteriores podrán, sin embargo, ejercitar la acción penal por delito o 
falta cometidos contra sus personas o bienes o contra las personas o bienes de sus cónyuges, ascendientes, 
descendientes, hermanos consanguíneos o uterinos y afines. 
Los comprendidos en los números 2.º y 3.º podrán ejercitar también la acción penal por el delito o falta 
cometidos contra las personas o bienes de los que estuviesen bajo su guarda legal.  

Artículo 103 
Tampoco podrán ejercitar acciones penales entre sí: 
• 1.º Los cónyuges, a no ser por delito o falta cometidos por el uno contra la persona del otro o la de sus 

hijos, y por el delito de bigamia. 
• 2.º Los ascendientes, descendientes y hermanos por naturaleza, por la adopción o por afinidad, a no 

ser por delito o falta cometidos por los unos contra las personas de los otros.  

Artículo 104 
Las acciones penales que nacen de los delitos de estupro, calumnia e injuria, tampoco podrán ser 
ejercitadas por otras personas, ni en manera distinta que las prescritas en los respectivos artículos del 
Código Penal. 
Las faltas consistentes en el anuncio por medio de la imprenta de hechos falsos o relativos a la vida privada, 
con el que se perjudique u ofenda a particulares, y en injurias leves sólo podrán ser perseguidas por los 
ofendidos o por sus legítimos representantes.  

Artículo 105 
1. Los funcionarios del Ministerio Fiscal tendrán la obligación de ejercitar, con arreglo a las disposiciones 

de la Ley, todas las acciones penales que consideren procedentes, haya o no acusador particular en las 
causas, menos aquellas que el Código Penal reserva exclusivamente a la querella privada. 

2. En los delitos perseguibles a instancias de la persona agraviada también podrá denunciar el Ministerio 
Fiscal si aquélla fuere menor de edad, persona con discapacidad necesitada de especial protección o 
desvalida. 

La ausencia de denuncia no impedirá la práctica de diligencias a prevención.  

Artículo 106 
La acción penal por delito o falta que dé lugar al procedimiento de oficio no se extingue por la renuncia 
de la persona ofendida. 
Pero se extinguen por esta causa las que nacen de delito o falta que no puedan ser perseguidos sino a 
instancia de parte, y las civiles, cualquiera que sea el delito o falta de que procedan.  

Artículo 107 
La renuncia de la acción civil o de la penal renunciable no perjudicará más que al renunciante; pudiendo 
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continuar el ejercicio de la penal en el estado en que se halle la causa, o ejercitarla nuevamente los demás 
a quienes también correspondiere.  

Artículo 108 
La acción civil ha de entablarse juntamente con la penal por el Ministerio Fiscal, haya o no en el proceso 
acusador particular; pero si el ofendido renunciare expresamente su derecho de restitución, reparación o 
indemnización, el Ministerio Fiscal se limitará a pedir el castigo de los culpables. 

Artículo 109 bis  
1. Las víctimas del delito que no hubieran renunciado a su derecho podrán ejercer la acción penal en 

cualquier momento antes del trámite de calificación del delito, si bien ello no permitirá retrotraer ni 
reiterar las actuaciones ya practicadas antes de su personación. Si se personasen una vez transcurrido 
el término para formular escrito de acusación podrán ejercitar la acción penal hasta el inicio del juicio 
oral adhiriéndose al escrito de acusación formulado por el Ministerio Fiscal o del resto de las 
acusaciones personadas. 
En el caso de muerte o desaparición de la víctima a consecuencia del delito, la acción penal podrá ser 
ejercida por su cónyuge no separado legalmente o de hecho y por los hijos de ésta o del cónyuge no 
separado legalmente o de hecho que en el momento de la muerte o desaparición de la víctima 
convivieran con ellos; por la persona que hasta el momento de la muerte o desaparición hubiera 
estado unida a ella por una análoga relación de afectividad y por los hijos de ésta que en el momento 
de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ella; por sus progenitores y parientes en 
línea recta o colateral dentro del tercer grado que se encontraren bajo su guarda, personas sujetas a 
su tutela o curatela o que se encontraren bajo su acogimiento familiar. 
En caso de no existir los anteriores, podrá ser ejercida por los demás parientes en línea recta y por sus 
hermanos, con preferencia, entre ellos, del que ostentara la representación legal de la víctima. 

2. El ejercicio de la acción penal por alguna de las personas legitimadas conforme a este artículo no 
impide su ejercicio posterior por cualquier otro de los legitimados. Cuando exista una pluralidad de 
víctimas, todas ellas podrán personarse independientemente con su propia representación. Sin 
embargo, en estos casos, cuando pueda verse afectado el buen orden del proceso o el derecho a un 
proceso sin dilaciones indebidas, el Juez o Tribunal, en resolución motivada y tras oír a todas las partes, 
podrá imponer que se agrupen en una o varias representaciones y que sean dirigidos por la misma o 
varias defensas, en razón de sus respectivos intereses. 

3. La acción penal también podrá ser ejercitada por las asociaciones de víctimas y por las personas 
jurídicas a las que la ley reconoce legitimación para defender los derechos de las víctimas, siempre 
que ello fuera autorizado por la víctima del delito. 

Cuando el delito o falta cometida tenga por finalidad impedir u obstaculizar a los miembros de las 
corporaciones locales el ejercicio de sus funciones públicas, podrá también personarse en la causa la 
Administración local en cuyo territorio se hubiere cometido el hecho punible.  

Artículo 110 
Las personas perjudicadas por un delito que no hubieren renunciado a su derecho podrán mostrarse parte 
en la causa si lo hicieran antes del trámite de calificación del delito y ejercitar las acciones civiles que 
procedan, según les conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las actuaciones. Si se 
personasen una vez transcurrido el término para formular escrito de acusación podrán ejercitar la acción 
penal hasta el inicio del juicio oral adhiriéndose al escrito de acusación formulado por el Ministerio Fiscal 
o del resto de las acusaciones personadas. 
Aun cuando las personas perjudicadas no se muestren parte en la causa, no por esto se entiende que 
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renuncian al derecho de restitución, reparación o indemnización que a su favor puede acordarse en 
sentencia firme, siendo necesario que la renuncia de este derecho se haga en su caso de una manera clara 
y terminante.  

Artículo 111 
Las acciones que nacen de un delito o falta podrán ejercitarse junta o separadamente; pero mientras 
estuviese pendiente la acción penal no se ejercitará la civil con separación hasta que aquélla haya sido 
resuelta en sentencia firme, salvo siempre lo dispuesto en los artículos 4, 5 y 6 de este Código.  

Artículo 112 
Ejercitada sólo la acción penal, se entenderá utilizada también la civil, a no ser que el dañado o perjudicado 
la renunciase o la reservase expresamente para ejercitarla después de terminado el juicio criminal, si a 
ello hubiere lugar. 
No obstante, aun cuando se hubiera previamente renunciado a la acción civil, si las consecuencias del 
delito son más graves de las que se preveían en el momento de la renuncia, o si la renuncia pudo estar 
condicionada por la relación de la víctima con alguna de las personas responsables del delito, se podrá 
revocar la renuncia al ejercicio de la acción civil por resolución judicial, a solicitud de la persona dañada o 
perjudicada y oídas las partes, siempre y cuando se formule antes del trámite de calificación del delito. 
Si se ejercitase sólo la civil que nace de un delito de los que no pueden perseguirse sino en virtud de 
querella particular, se considerará extinguida desde luego la acción penal.  

Artículo 113 
Podrán ejercitarse expresamente las dos acciones por una misma persona o por varias; pero siempre que 
sean dos o más las personas por quienes se utilicen las acciones derivadas de un delito o falta lo verificaran 
en un sólo proceso y, si fuere posible, bajo una misma dirección y representación, a juicio del Tribunal.  

Artículo 114 
Promovido juicio criminal en averiguación de un delito o falta, no podrá seguirse pleito sobre el mismo 
hecho; suspendiéndole, si le hubiese, en el estado en que se hallare, hasta que recaiga sentencia firme en 
la causa criminal. 
No será necesario para el ejercicio de la acción penal que haya precedido el de la civil originada del mismo 
delito o falta. 
Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo establecido en el capítulo II, título I, de este 
libro, respecto a las cuestiones prejudiciales.  

Artículo 115 
La acción penal se extingue por la muerte del culpable; pero en este caso subsiste la civil contra sus 
herederos y causahabientes, que sólo podrá ejercitarse ante la jurisdicción y por la vía de lo civil.  

Artículo 116 
La extinción de la acción penal no lleva consigo la de la civil, a no ser que la extinción proceda de haberse 
declarado por sentencia firme que no existió el hecho de que la civil hubiese podido nacer. 
En los demás casos, la persona a quien corresponda la acción civil podrá ejercitarla, ante la jurisdicción y 
por la vía de lo civil que proceda, contra quien estuviere obligado a la restitución de la cosa, reparación 
del daño o indemnización del perjuicio sufrido.  

Artículo 117 
La extinción de la acción civil tampoco lleva consigo la de la penal que nazca del mismo delito o falta. 
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La sentencia firme absolutoria dictada en el pleito promovido por el ejercicio de la acción civil, no será 
obstáculo para el ejercicio de la acción penal correspondiente. 
Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo que establece el capítulo II del título I de este 
libro y los artículos 106, 107, 110 y párrafo segundo del 112.  

Artículo 786 bis 
1. Cuando el acusado sea una persona jurídica, ésta podrá estar representada para un mejor ejercicio del 

derecho de defensa por una persona que especialmente designe, debiendo ocupar en la Sala el lugar 
reservado a los acusados. Dicha persona podrá declarar en nombre de la persona jurídica si se hubiera 
propuesto y admitido esa prueba, sin perjuicio del derecho a guardar silencio, a no declarar contra sí 
mismo y a no confesarse culpable, así como ejercer el derecho a la última palabra al finalizar el acto 
del juicio. 
No se podrá designar a estos efectos a quien haya de declarar en el juicio como testigo. 

2. No obstante lo anterior, la incomparecencia de la persona especialmente designada por la persona 
jurídica para su representación no impedirá en ningún caso la celebración de la vista, que se llevará a 
cabo con la presencia del Abogado y el Procurador de ésta. 

LEY 29/1998 DE 13 DE JULIO. 

Artículo 18 CAPACIDAD PROCESAL 
Tienen capacidad procesal ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, además de las 
personas que la ostenten con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil, los menores de edad para la defensa 
de aquellos de sus derechos e intereses legítimos cuya actuación les esté permitida por el ordenamiento 
jurídico sin necesidad de asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. 
Los grupos de afectados, uniones sin personalidad o patrimonios independientes o autónomos, entidades 
todas ellas aptas para ser titulares de derechos y obligaciones al margen de su integración en las 
estructuras formales de las personas jurídicas, también tendrán capacidad procesal ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo cuando la Ley así lo declare expresamente. 

Artículo 19 LEGITIMACION 
  
1. Están legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo: 

• a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten un derecho o interés legítimo. 
• b) Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a que se refiere el artículo 18 

que resulten afectados o estén legalmente habilitados para la defensa de los derechos e intereses 
legítimos colectivos. 

• c) La Administración del Estado, cuando ostente un derecho o interés legítimo, para impugnar los 
actos y disposiciones de la Administración de las Comunidades Autónomas y de los Organismos 
públicos vinculados a éstas, así como los de las Entidades locales, de conformidad con lo dispuesto 
en la legislación de régimen local, y los de cualquier otra entidad pública no sometida a su 
fiscalización. 

• d) La Administración de las Comunidades Autónomas, para impugnar los actos y disposiciones que 
afecten al ámbito de su autonomía, emanados de la Administración del Estado y de cualquier otra 
Administración u Organismo público, así como los de las Entidades locales, de conformidad con lo 
dispuesto en la legislación de régimen local. 

• e) Las Entidades locales territoriales, para impugnar los actos y disposiciones que afecten al ámbito 
de su autonomía, emanados de las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, 
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así como los de Organismos públicos con personalidad jurídica propia vinculados a una y otras o 
los de otras Entidades locales. 

• f) El Ministerio Fiscal para intervenir en los procesos que determine la Ley. 
• g) Las Entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes 

de cualquiera de las Administraciones públicas para impugnar los actos o disposiciones que afecten 
al ámbito de sus fines. 

• h) Cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente previstos por 
las Leyes. 

• i) Para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación e intolerancia, además de 
las personas afectadas y siempre con su autorización, estará también legitimada la Autoridad 
Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, así como, en relación con las 
personas afiliadas o asociadas a los mismos, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones 
profesionales de trabajadores autónomos, las organizaciones de personas consumidoras y usuarias 
y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa 
y promoción de los derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la 
igualdad de trato y la no discriminación. 

• Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determinación, la 
legitimación para instar acciones judiciales en defensa de derechos o intereses difusos 
corresponderá a la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, a los 
partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos más 
representativos, así como a las organizaciones de personas consumidoras y usuarias de ámbito 
estatal, y a las organizaciones, de ámbito estatal o del ámbito territorial en el que se produce la 
situación de discriminación, que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos 
humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la igualdad de trato y la no 
discriminación, sin perjuicio en todo caso de la legitimación individual de aquellas personas 
afectadas que estuviesen determinadas. 

• La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso 
discriminatorio. 

• j) Para la defensa de los derechos e intereses de las personas víctimas de discriminación por 
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, además de las 
personas afectadas y siempre que cuenten con su autorización expresa, estarán también 
legitimados los partidos políticos, las organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales, 
las asociaciones profesionales de personas trabajadoras autónomas, las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que tengan 
entre sus fines la defensa y promoción de los derechos de las personas lesbianas, gais, bisexuales, 
trans e intersexuales o de sus familias, de acuerdo con lo establecido en la Ley para la igualdad real 
y efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI. 
Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determinación, la 
legitimación para demandar en juicio la defensa de estos intereses difusos corresponderá 
exclusivamente a los organismos públicos con competencia en la materia, a los partidos políticos, 
las organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales, las asociaciones profesionales de 
personas trabajadoras autónomas, las asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las 
asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y 
promoción de los derechos de las personas lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersexuales o de 
sus familias. 
La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso discriminatorio por razón de 
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orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales. 
2. La Administración autora de un acto está legitimada para impugnarlo ante este orden jurisdiccional, 

previa su declaración de lesividad para el interés público en los términos establecidos por la Ley. 
3. El ejercicio de acciones por los vecinos en nombre e interés de las Entidades locales se rige por lo 

dispuesto en la legislación de régimen local. 
4. Las Administraciones públicas y los particulares podrán interponer recurso contencioso-administrativo 

contra las decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que corresponde resolver los 
recursos especiales y las reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la legislación de 
Contratos del Sector Público sin necesidad, en el primer caso, de declaración de lesividad. 

5. Tendrán legitimación para recurrir ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo las 
resoluciones del Tribunal Administrativo del Deporte que se dicten en asuntos de disciplina deportiva 
en materia de dopaje, todas las personas mencionadas en el artículo 40.4 de la Ley Orgánica de 
Protección de la Salud del Deportista y Lucha contra el Dopaje en la Actividad Deportiva. 

ART. 40.4, Ley Orgánica 3/2013, de 20 de junio, de protección de la salud del deportista y lucha contra 
el dopaje en la actividad deportiva 

Tendrán legitimación para recurrir las personas físicas o jurídicas afectadas por la resolución dictada y en 
todo caso: 
• El deportista o sujeto afectado por la resolución. 
• La eventual parte contraria en la resolución o los perjudicados por la decisión. 
• La Federación deportiva internacional correspondiente. 
• El organismo antidopaje del país de residencia del sujeto afectado. 
• La Agencia Española de Protección de la Salud en el Deporte. 
• La Agencia Mundial Antidopaje. 
• El Comité Olímpico Internacional o el Comité Paralímpico Internacional cuando la resolución afecte a 

los Juegos Olímpicos o Juegos Paralímpicos. 

Artículo 20  
No pueden interponer recurso contencioso-administrativo contra la actividad de una Administración 
pública: 
• a) Los órganos de la misma y los miembros de sus órganos colegiados, salvo que una Ley lo autorice 

expresamente. 
• b) Los particulares cuando obren por delegación o como meros agentes o mandatarios de ella. 
• c) Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, las 

Comunidades Autónomas o las Entidades locales, respecto de la actividad de la Administración de la 
que dependan. Se exceptúan aquellos a los que por Ley se haya dotado de un estatuto específico de 
autonomía respecto de dicha Administración. 

Artículo 21 
1. Se considera parte demandada: 

• a) Las Administraciones públicas o cualesquiera de los órganos mencionados en el artículo 1.3 
contra cuya actividad se dirija el recurso. 

• b) Las personas o entidades cuyos derechos o intereses legítimos pudieran quedar afectados por 
la estimación de las pretensiones del demandante. 

• c) Las aseguradoras de las Administraciones públicas, que siempre serán parte codemandada junto 
con la Administración a quien aseguren. 

2. A efectos de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado anterior, cuando se trate de Organismos o 
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Corporaciones públicos sujetos a fiscalización de una Administración territorial, se entiende por 
Administración demandada: 
• a) El Organismo o Corporación autores del acto o disposición fiscalizados, si el resultado de la 

fiscalización es aprobatorio. 
• b) La que ejerza la fiscalización, si mediante ella no se aprueba íntegramente el acto o disposición. 

3. En los recursos contra las decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que corresponde 
resolver los recursos especiales y las reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la 
legislación de Contratos del Sector Público los citados órganos no tendrán la consideración de parte 
demandada, siéndolo las personas o Administraciones favorecidas por el acto objeto del recurso, o 
que se personen en tal concepto, conforme a lo dispuesto en el artículo 49 

4. Si el demandante fundara sus pretensiones en la ilegalidad de una disposición general, se considerará 
también parte demandada a la Administración autora de la misma, aunque no proceda de ella la 
actuación recurrida.  

Artículo 22 
Si la legitimación de las partes derivare de alguna relación jurídica transmisible, el causahabiente podrá 
suceder en cualquier estado del proceso a la persona que inicialmente hubiere actuado como parte.  

LEY 36/2011 DE 10 DE OCTUBRE. JURISDICCION SOCIAL. 

Artículo 16 Capacidad procesal y representación  
1. Podrán comparecer en juicio en defensa de sus derechos e intereses legítimos quienes se encuentren 

en el pleno ejercicio de sus derechos civiles. 
2. Tendrán capacidad procesal los trabajadores mayores de dieciséis años y menores de dieciocho 

respecto de los derechos e intereses legítimos derivados de sus contratos de trabajo y de la relación 
de Seguridad Social, cuando legalmente no precisen para la celebración de dichos contratos 
autorización de sus padres, tutores o de la persona o institución que los tenga a su cargo, o hubieran 
obtenido autorización para contratar de sus padres, tutores o persona o institución que los tenga a su 
cargo conforme a la legislación laboral o la legislación civil o mercantil respectivamente. Igualmente 
tendrán capacidad procesal los trabajadores autónomos económicamente dependientes mayores de 
dieciséis años. 

3. En los supuestos previstos en el apartado anterior, los trabajadores mayores de dieciséis años y 
menores de dieciocho tendrán igualmente capacidad procesal respecto de los derechos de naturaleza 
sindical y de representación, así como para la impugnación de los actos administrativos que les afecten. 

4. Por quienes no se hallaren en el pleno ejercicio de sus derechos civiles comparecerán sus 
representantes legítimos o los que deban suplir su incapacidad conforme a Derecho. 

5. Por las personas jurídicas comparecerán quienes legalmente las representen. Por las entidades sin 
personalidad a las que la ley reconozca capacidad para ser parte comparecerán quienes legalmente las 
representen en juicio. Por las masas patrimoniales o patrimonios separados carentes de titular o cuyo 
titular haya sido privado de sus facultades de disposición y administración comparecerán quienes 
conforme a la ley las administren. Por las entidades que, no habiendo cumplido los requisitos 
legalmente establecidos para constituirse en personas jurídicas, estén formadas por una pluralidad de 
elementos personales y patrimoniales puestos al servicio de un fin determinado, comparecerán 
quienes de hecho o en virtud de pactos de la entidad, actúen en su nombre frente a terceros o ante 
los trabajadores. Por las comunidades de bienes y grupos comparecerán quienes aparezcan, de hecho 
o de derecho, como organizadores, directores o gestores de los mismos, o en su defecto como socios 
o partícipes de los mismos y sin perjuicio de la responsabilidad que, conforme a la ley, pueda 
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corresponder a estas personas físicas.  

Artículo 17 Legitimación 
1. Los titulares de un derecho subjetivo o un interés legítimo podrán ejercitar acciones ante los órganos 

jurisdiccionales del orden social, en los términos establecidos en las leyes. 
2. Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales tendrán legitimación para la defensa 

de los intereses económicos y sociales que les son propios. 
Los sindicatos con implantación suficiente en el ámbito del conflicto están legitimados para accionar 
en cualquier proceso en el que estén en juego intereses colectivos de los trabajadores, siempre que 
exista un vínculo entre dicho sindicato y el objeto del pleito de que se trate; podrán igualmente 
personarse y ser tenidos por parte en dichos procesos, sin que tal intervención haga detener o 
retroceder el curso de las actuaciones. 
En especial, en los términos establecidos en esta Ley, podrán actuar, a través del proceso de conflicto 
colectivo, en defensa de los derechos e intereses de una pluralidad de trabajadores indeterminada o 
de difícil determinación; y, en particular, por tal cauce podrán actuar en defensa del derecho a la 
igualdad de trato entre mujeres y hombres en todas las materias atribuidas al orden social. 
En el proceso de ejecución se considerarán intereses colectivos los tendentes a la conservación de la 
empresa y a la defensa de los puestos de trabajo. 

3. Las organizaciones de trabajadores autónomos tendrán legitimación para la defensa de los acuerdos 
de interés profesional por ellas firmados. 

4. El Ministerio Fiscal estará legitimado para intervenir en todos aquellos supuestos previstos en la 
presente Ley.  

Artículo 19 Presentación de la demanda y pluralidad de actores o demandados 
1. La demanda podrá presentarse bien individualmente, bien de modo conjunto, en un solo escrito o en 

varios y, en este caso, su admisión a trámite equivaldrá a la decisión de su acumulación, que no podrá 
denegarse salvo que las acciones no sean acumulables según esta Ley. 

2. En los procesos en los que demanden de forma conjunta más de diez actores, éstos deberán designar 
un representante común, con el que se entenderán las sucesivas diligencias del litigio. Este 
representante deberá ser necesariamente abogado, procurador, graduado social colegiado, uno de los 
demandantes o un sindicato. Dicha representación podrá conferirse mediante poder otorgado por 
comparecencia ante el secretario judicial, por escritura pública o mediante comparecencia ante el 
servicio administrativo que tenga atribuidas las competencias de conciliación, mediación o arbitraje o 
el órgano que asuma estas funciones. Junto con la demanda se deberá aportar el documento 
correspondiente de otorgamiento de esta representación. 

Artículo 20 Representación por los sindicatos 
1. Los sindicatos podrán actuar en un proceso, en nombre e interés de los trabajadores y de los 

funcionarios y personal estatutario afiliados a ellos que así se lo autoricen, para la defensa de sus 
derechos individuales, recayendo en dichos afiliados los efectos de aquella actuación. 

2. En la demanda, el sindicato habrá de acreditar la condición de afiliado del trabajador o empleado y la 
existencia de la comunicación al afiliado de su voluntad de iniciar el proceso. La autorización se 
presumirá concedida salvo declaración en contrario del afiliado. En el caso de que no se hubiese 
otorgado esta autorización, el trabajador o empleado podrá exigir al sindicato la responsabilidad que 
proceda, que habrá de decidirse en proceso social independiente. 

3. Si en cualquier fase del proceso el afiliado expresara en la oficina judicial que no había recibido la 
comunicación del sindicato o que habiéndola recibido hubiera negado la autorización de actuación en 
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su nombre, el juez o tribunal, previa audiencia del sindicato, acordará el archivo de las actuaciones sin 
más trámite. 

4. Los sindicatos estarán exentos de efectuar depósitos y consignaciones en todas sus actuaciones ante 
el orden social y gozarán del beneficio legal de justicia gratuita cuando ejerciten un interés colectivo 
en defensa de los trabajadores y beneficiarios de la seguridad social. 

Artículo 23 Intervención del Fondo de Garantía Salarial 
1. El Fondo de Garantía Salarial, cuando resulte necesario en defensa de los intereses públicos que 

gestiona y para ejercitar las acciones o recursos oportunos, podrá comparecer como parte en cualquier 
fase o momento de su tramitación, en aquellos procesos de los que se pudieran derivar prestaciones 
de garantía salarial, sin que tal intervención haga retroceder ni detener el curso de las actuaciones. 

2. En supuestos de empresas incursas en procedimientos concursales, así como de las ya declaradas 
insolventes o desaparecidas, y en las demandas de las que pudiera derivar la responsabilidad prevista 
en el apartado 8 del artículo 33 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, el 
secretario judicial citará como parte al Fondo de Garantía Salarial, dándole traslado de la demanda a 
fin de que éste pueda asumir sus obligaciones legales e instar lo que convenga en Derecho. 

Igualmente deberán ser notificadas al Fondo de Garantía las resoluciones de admisión a trámite, 
señalamiento de la vista o incidente y demás resoluciones, incluida la que ponga fin al trámite 
correspondiente, cuando pudieran derivarse responsabilidades para el mismo. 

Artículo 24 Pago de prestaciones por el Fondo de Garantía Salarial y subrogación en los derechos y 
acciones de los trabajadores 
1. Si el pago de las prestaciones legalmente a cargo del Fondo de Garantía Salarial se hubiere producido 

con anterioridad al inicio de la ejecución, al instarse ésta, en subrogación de los derechos y acciones 
de los trabajadores que figuren en el título ejecutivo, deberá acreditarse fehacientemente el abono de 
las cantidades satisfechas y que éstas corresponden, en todo o en parte, a las reconocidas en el título. 

2. Despachada ejecución, el secretario judicial dictará decreto haciendo constar la subrogación producida, 
que se notificará a los trabajadores afectados o a sus representantes, a quienes, por si pudieren 
conservar créditos derivados del propio título frente a la empresa ejecutada por la parte no satisfecha 
por el Fondo, se les ofrecerá la posibilidad de constituirse como ejecutantes en el plazo de quince días. 
Las cantidades obtenidas se abonarán prorrateadas entre el Fondo y los trabajadores en proporción a 
los importes de sus respectivos créditos. 

Como supuesto de inicio del proceso de oficio. 

Artículo 147 Impugnación de prestaciones por desempleo 
1. Cuando la Entidad u Organismo Gestor de las prestaciones por desempleo constate que, en los cuatro 

años inmediatamente anteriores a una solicitud de prestaciones, el trabajador hubiera percibido 
prestaciones por finalización de varios contratos temporales con una misma empresa, podrá dirigirse 
de oficio a la autoridad judicial demandando que el empresario sea declarado responsable del abono 
de las mismas, salvo de la prestación correspondiente al último contrato temporal, si la reiterada 
contratación temporal fuera abusiva o fraudulenta, así como la condena al empresario a la devolución 
a la Entidad Gestora de aquellas prestaciones junto con las cotizaciones correspondientes. 
A la comunicación, que tendrá la consideración de demanda, deberá acompañarse copia del 
expediente o expedientes administrativos en que se fundamente, y en la misma se consignarán los 
requisitos generales exigidos por la presente Ley para las demandas de los procesos ordinarios. 
La comunicación podrá dirigirse a la autoridad judicial en el plazo de los seis meses siguientes a la 
fecha en que se hubiera formulado la última solicitud de prestaciones en tiempo y forma. 
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Lo dispuesto en este apartado no conllevará la revisión de las resoluciones que hubieran reconocido el 
derecho a las prestaciones por desempleo derivadas de la finalización de los reiterados contratos 
temporales, que se considerarán debidas al trabajador. 
2. El secretario judicial examinará la demanda, al efecto de comprobar si reúne todos los requisitos 

exigidos, advirtiendo a la entidad gestora, en su caso, de los defectos u omisiones de carácter formal 
de que adolezca, a fin de que sean subsanados en el término de diez días. Realizada la subsanación, se 
admitirá la demanda. En otro caso, dará cuenta al Tribunal para que por el mismo se resuelva sobre la 
admisión de la demanda. 

3. Admitida a trámite la demanda, continuará el procedimiento con arreglo a las normas generales, con 
las especialidades siguientes: 
• a) El empresario y el trabajador que hubieran celebrado los reiterados contratos temporales 

tendrán la consideración de parte en el proceso, si bien no podrán solicitar su suspensión. Aun sin 
su asistencia, el procedimiento se seguirá de oficio. 

• b) Las afirmaciones de hechos que se contengan en la comunicación base del proceso harán fe, 
salvo prueba en contrario, incumbiendo la carga de la prueba al empresario demandado. 

4. La sentencia que estime la demanda de la Entidad Gestora será inmediatamente ejecutiva. 
5. Cuando la sentencia adquiera firmeza se comunicará a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Referencia a los fueros territoriales, examen de oficio e impugnación de las partes. 

LEC. DE LA COMPETENCIA TERRITORIAL  

Artículo 50 Fuero general de las personas físicas 
1. Salvo que la Ley disponga otra cosa, la competencia territorial corresponderá al tribunal del domicilio 

del demandado y si no lo tuviere en el territorio nacional, será Juez competente el de su residencia en 
dicho territorio. 

2. Quienes no tuvieren domicilio ni residencia en España podrán ser demandados en el lugar en que se 
encuentren dentro del territorio nacional o en el de su última residencia en éste y, si tampoco pudiera 
determinarse así la competencia, en el lugar del domicilio del actor. 

3. Los empresarios y profesionales, en los litigios derivados de su actividad empresarial o profesional, 
también podrán ser demandados en el lugar donde se desarrolle dicha actividad y, si tuvieren 
establecimientos a su cargo en diferentes lugares, en cualquiera de ellos a elección del actor.  

Artículo 51 Fuero general de las personas jurídicas y de los entes sin personalidad 
1. Salvo que la Ley disponga otra cosa, las personas jurídicas serán demandadas en el lugar de su 

domicilio. 
2. También podrán ser demandadas en el lugar donde la situación o relación jurídica a que se refiera el 

litigio haya nacido o deba surtir efectos, siempre que en dicho lugar tengan establecimiento abierto al 
público o representante autorizado para actuar en nombre de la entidad. 

3. Los entes sin personalidad podrán ser demandados en el domicilio de sus gestores o en cualquier lugar 
en que desarrollen su actividad.  

Artículo 52 Competencia territorial en casos especiales 
1. No se aplicarán los fueros establecidos en los artículos anteriores y se determinará la competencia de 

acuerdo con lo establecido en el presente artículo en los casos siguientes: 
• 1.º En los juicios en que se ejerciten acciones reales sobre bienes inmuebles será tribunal 

competente el del lugar en que esté sita la cosa litigiosa. Cuando la acción real se ejercite sobre 
varias cosas inmuebles o sobre una sola que esté situada en diferentes circunscripciones, será 
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tribunal competente el de cualquiera de éstas, a elección del demandante. 
• 2.º En las demandas sobre presentación y aprobación de las cuentas que deban dar los 

administradores de bienes ajenos será tribunal competente el del lugar donde deban presentarse 
dichas cuentas, y no estando determinado, el del domicilio del mandante, poderdante o dueño de 
los bienes, o el del lugar donde se desempeñe la administración, a elección del actor. 

• 3.º En las demandas sobre obligaciones de garantía o complemento de otras anteriores, será 
tribunal competente el que lo sea para conocer, o esté conociendo, de la obligación principal sobre 
que recayeren. 

• 4.º En los juicios sobre cuestiones hereditarias, será competente el tribunal del lugar en que el 
finado tuvo su último domicilio y si lo hubiere tenido en país extranjero, el del lugar de su último 
domicilio en España, o donde estuviere la mayor parte de sus bienes, a elección del demandante. 

• 5.º En los juicios en que se ejerciten acciones relativas a las medidas judiciales de apoyo de 
personas con discapacidad será competente el Tribunal del lugar en que resida la persona con 
discapacidad, conforme se establece en el apartado 3 del artículo 756. 

• 6.º En materia de derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen y, en 
general, en materia de protección civil de derechos fundamentales, será competente el tribunal 
del domicilio del demandante, y cuando no lo tuviere en territorio español, el tribunal del lugar 
donde se hubiera producido el hecho que vulnere el derecho fundamental de que se trate. 

• 7.º En los juicios sobre arrendamientos de inmuebles y en los de desahucio, será competente el 
tribunal del lugar en que esté sita la finca. 

• 8.º En los juicios en materia de propiedad horizontal, será competente el tribunal del lugar en que 
radique la finca. 

• 9.º En los juicios en que se pida indemnización de los daños y perjuicios derivados de la circulación 
de vehículos de motor será competente el tribunal del lugar en que se causaron los daños. 

• 10.º En materia de impugnación de acuerdos sociales será tribunal competente el del lugar del 
domicilio social. 

• 11.º En los procesos en que se ejerciten demandas sobre infracciones de la propiedad intelectual, 
será competente el tribunal del lugar en que la infracción se haya cometido o existan indicios de 
su comisión o en que se encuentren ejemplares ilícitos, a elección del demandante. 

• 12.º En los juicios en materia de competencia desleal, será competente el tribunal del lugar en que 
el demandado tenga su establecimiento y, a falta de éste, su domicilio o lugar de residencia, y 
cuando no lo tuviere en territorio español, el tribunal del lugar donde se haya realizado el acto de 
competencia desleal o donde se produzcan sus efectos, a elección del demandante. 

• 13.º En materia de propiedad industrial, será competente el tribunal que señale la legislación 
especial sobre dicha materia. 

• 13.º bis En los recursos contra aquellas resoluciones que agoten la vía administrativa dictadas en 
materia de propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas serán competentes 
las secciones especializadas en materia mercantil de la Audiencia Provincial en cuya circunscripción 
radique la ciudad sede del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del domicilio 
del demandante o, en su defecto, del domicilio del representante autorizado en España para actuar 
en su nombre, siempre que el Consejo General del Poder Judicial haya acordado atribuir en 
exclusiva a los Juzgados de lo Mercantil de esa localidad el conocimiento de los asuntos en materia 
de propiedad industrial. También serán competentes, a elección del demandante, las secciones 
especializadas de la Audiencia Provincial en cuya circunscripción radique la sede de la Oficina 
Española de Patentes y Marcas. 

• 14.º En los procesos en que se ejerciten acciones para que se declare la no incorporación al 
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contrato o la nulidad de las cláusulas de condiciones generales de la contratación, será competente 
el tribunal del domicilio del demandante. Y, sobre esa misma materia, cuando se ejerciten las 
acciones declarativa, de cesación o de retractación, será competente el tribunal del lugar donde el 
demandado tenga su establecimiento y, a falta de éste, el de su domicilio; y si el demandado 
careciere de domicilio en el territorio español, el del lugar en que se hubiera realizado la adhesión. 

• 15.º En las tercerías de dominio o de mejor derecho que se interpongan en relación con un 
procedimiento administrativo de apremio, será competente el tribunal del domicilio del órgano 
que acordó el embargo, sin perjuicio de las especialidades previstas para las administraciones 
públicas en materia de competencia territorial. 

• 16.º En los procesos en los que se ejercite la acción de cesación en defensa de los intereses tanto 
colectivos como difusos de los consumidores y usuarios, será competente el Tribunal del lugar 
donde el demandado tenga un establecimiento, y, a falta de éste, el de su domicilio; si careciere 
de domicilio en territorio español, el del lugar del domicilio del actor. 

• 17.º En los procesos contra las resoluciones y actos que dicte la Dirección General de los Registros 
y del Notariado en materia de Registro Civil, a excepción de las solicitudes de nacionalidad por 
residencia, será competente el Juzgado de Primera Instancia de la capital de provincia del domicilio 
del recurrente. 

2. Cuando las normas del apartado anterior no fueren de aplicación a los litigios en materia de seguros, 
ventas a plazos de bienes muebles corporales y contratos destinados a su financiación, así como en 
materia de contratos de prestación de servicios o relativos a bienes muebles cuya celebración hubiera 
sido precedida de oferta pública, será competente el tribunal del domicilio del asegurado, comprador 
o prestatario o el del domicilio de quien hubiere aceptado la oferta, respectivamente, o el que 
corresponda conforme a las normas de los artículos 50 y 51, a elección del demandante. 

3. Cuando las normas de los apartados anteriores no fueren de aplicación a los litigios derivados del 
ejercicio de acciones individuales de consumidores o usuarios será competente, a elección del 
consumidor o usuario, el tribunal de su domicilio o el tribunal correspondiente conforme a los artículos 
50 y 51.  

Artículo 53 Competencia territorial en caso de acumulación de acciones y en caso de pluralidad de 
demandados 
1. Cuando se ejerciten conjuntamente varias acciones frente a una o varias personas será tribunal 

competente el del lugar correspondiente a la acción que sea fundamento de las demás; en su defecto, 
aquel que deba conocer del mayor número de las acciones acumuladas y, en último término, el del 
lugar que corresponda a la acción más importante cuantitativamente. 

2. Cuando hubiere varios demandados y, conforme a las reglas establecidas en este artículo y en los 
anteriores, pudiera corresponder la competencia territorial a los jueces de más de un lugar, la 
demanda podrá presentarse ante cualquiera de ellos, a elección del demandante.  

Artículo 54 Carácter dispositivo de las normas sobre competencia territorial 
1. Las reglas legales atributivas de la competencia territorial sólo se aplicarán en defecto de sumisión 

expresa o tácita de las partes a los tribunales de una determinada circunscripción. Se exceptúan las 
reglas establecidas en los números 1.º y 4.º a 15.º del apartado 1 y en el apartado 2 del artículo 52 y 
las demás a las que esta u otra Ley atribuya expresamente carácter imperativo. Tampoco será válida la 
sumisión expresa o tácita en los asuntos que deban decidirse por el juicio verbal. 

2. No será válida la sumisión expresa contenida en contratos de adhesión, o que contengan condiciones 
generales impuestas por una de las partes, o que se hayan celebrado con consumidores o usuarios. 

3. La sumisión de las partes sólo será válida y eficaz cuando se haga a tribunales con competencia objetiva 
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para conocer del asunto de que se trate.  

Artículo 55 Sumisión expresa 
Se entenderá por sumisión expresa la pactada por los interesados designando con precisión la 
circunscripción a cuyos tribunales se sometieren.  

Artículo 56 Sumisión tácita 
Se entenderán sometidos tácitamente: 
• 1.º El demandante, por el mero hecho de acudir a los tribunales de una determinada circunscripción 

interponiendo la demanda o formulando petición o solicitud que haya de presentarse ante el tribunal 
competente para conocer de la demanda. 

• 2.º El demandado, por el hecho de hacer, después de personado en el juicio tras la interposición de la 
demanda, cualquier gestión que no sea la de proponer en forma la declinatoria. También se 
considerará tácitamente sometido al demandado que, emplazado o citado en forma, no comparezca 
en juicio o lo haga cuando haya precluido la facultad de proponer la declinatoria.  

Artículo 57 Sumisión expresa y reparto 
La sumisión expresa de las partes determinará la circunscripción cuyos tribunales hayan de conocer del 
asunto. Cuando en dicha circunscripción existan varios tribunales de la misma clase, el reparto de los 
asuntos determinará a cuál de ellos corresponde conocer del asunto, sin que las partes puedan someterse 
a un determinado tribunal con exclusión de los otros.  

Artículo 58 Apreciación de oficio de la competencia territorial 
Cuando la competencia territorial viniere fijada por reglas imperativas, el Letrado de la Administración de 
Justicia examinará la competencia territorial inmediatamente después de presentada la demanda y, previa 
audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes personadas, si entiende que el Tribunal carece de 
competencia territorial para conocer del asunto, dará cuenta al Juez para que resuelva lo que proceda 
mediante auto, remitiendo, en su caso, las actuaciones al Tribunal que considere territorialmente 
competente. Si fuesen de aplicación fueros electivos se estará a lo que manifieste el demandante, tras el 
requerimiento que se le dirigirá a tales efectos.  

Artículo 59 Alegación de la falta de competencia territorial 
Fuera de los casos en que la competencia territorial venga fijada por la ley en virtud de reglas imperativas, 
la falta de competencia territorial solamente podrá ser apreciada cuando el demandado o quienes puedan 
ser parte legítima en el juicio propusieren en tiempo y forma la declinatoria.  

Artículo 60 Conflicto negativo de competencia territorial 
1. Si la decisión de inhibición de un tribunal por falta de competencia territorial se hubiere adoptado en 

virtud de declinatoria o con audiencia de todas las partes, el tribunal al que se remitieren las 
actuaciones estará a lo decidido y no podrá declarar de oficio su falta de competencia territorial. 

2. Si la decisión de inhibición por falta de competencia territorial no se hubiese adoptado con audiencia 
de todas las partes, el tribunal a quien se remitieran las actuaciones podrá declarar de oficio su falta 
de competencia territorial cuando ésta deba determinarse en virtud de reglas imperativas. 

3. La resolución que declare la falta de competencia mandará remitir todos los antecedentes al tribunal 
inmediato superior común, que decidirá por medio de auto, sin ulterior recurso, el tribunal al que 
corresponde conocer del asunto, ordenando, en su caso, la remisión de los autos y emplazamiento de 
las partes, dentro de los diez días siguientes, ante dicho tribunal.  
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SECCIÓN 3. DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL  

Artículo 61 Competencia funcional por conexión 
Salvo disposición legal en otro sentido, el tribunal que tenga competencia para conocer de un pleito, la 
tendrá también para resolver sobre sus incidencias, para llevar a efecto las providencias y autos que dictare, 
y para la ejecución de la sentencia o convenios y transacciones que aprobare.  

Artículo 62 Apreciación de oficio de la competencia para conocer de los recursos 
1. No serán admitidos a trámite los recursos dirigidos a un tribunal que carezca de competencia funcional 

para conocer de los mismos. No obstante lo anterior, si admitido un recurso, el tribunal al que se haya 
dirigido entiende que no tiene competencia funcional para conocer del mismo, dictará auto 
absteniéndose de conocer previa audiencia de las partes personadas por plazo común de diez días. 

2. Notificado el auto a que se refiere el apartado anterior, los litigantes dispondrán de un plazo de cinco 
días para la correcta interposición o anuncio del recurso, que se añadirán al plazo legalmente previsto 
para dichos trámites. Si sobrepasaren el tiempo resultante sin recurrir en forma, quedará firme la 
resolución de que se trate.  

CAPÍTULO III. De la declinatoria  

Artículo 63 Contenido de la declinatoria, legitimación para proponerla y tribunal competente para 
conocer de ella 
1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en el juicio promovido 

podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se ha interpuesto la demanda, por 
corresponder el conocimiento de ésta a tribunales extranjeros, a órganos de otro orden jurisdiccional, 
a árbitros o a mediadores, excepto en los supuestos en que exista un pacto previo entre un consumidor 
y un empresario de someterse a un procedimiento de resolución alternativa de litigios de consumo y 
el consumidor sea el demandante. 
También se propondrá declinatoria para denunciar la falta de competencia de todo tipo. Si la 
declinatoria se fundare en la falta de competencia territorial, habrá de indicar el tribunal al que, por 
considerarse territorialmente competente, habrían de remitirse las actuaciones. 

2. La declinatoria se propondrá ante el mismo tribunal que esté conociendo del pleito y al que se 
considere carente de jurisdicción o de competencia. No obstante, la declinatoria podrá presentarse 
también ante el tribunal del domicilio del demandado, que la hará llegar por el medio de comunicación 
más rápido posible al tribunal ante el que se hubiera presentado la demanda, sin perjuicio de 
remitírsela por oficio al día siguiente de su presentación.  

Artículo 64 Momento procesal de proposición de la declinatoria y efectos inmediatos 
1. La declinatoria se habrá de proponer dentro de los diez primeros días del plazo para contestar a la 

demanda, y surtirá el efecto de suspender, hasta que sea resuelta, el plazo para contestar y el curso 
del procedimiento principal, suspensión que declarará el letrado de la Administración de Justicia. 

EXCEPCION. VERBALES 250.1.10 Y 11.- 

ARTICULO 444. 3. En los casos de los números 10.º y 11.º del apartado 1 del artículo 250, la oposición 
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del demandado sólo podrá fundarse en alguna de las causas siguientes: 
1.ª Falta de jurisdicción o de competencia del tribunal. 

La suspensión del procedimiento principal producida por la alegación previa de declinatoria no obstará 
a que el tribunal ante el que penda el asunto pueda practicar, a instancia de parte legítima, 
cualesquiera actuaciones de aseguramiento de prueba, así como las medidas cautelares de cuya 
dilación pudieran seguirse perjuicios irreparables para el actor, salvo que el demandado prestase 
caución bastante para responder de los daños y perjuicios que derivaran de la tramitación de una 
declinatoria desprovista de fundamento. 

La caución podrá otorgarse en dinero efectivo, mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero 
a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier 
otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad de 
que se trate.  

Artículo 65 Tramitación y decisión de la declinatoria 
1. Al escrito de declinatoria habrán de acompañarse los documentos o principios de prueba en que se 

funde, con copias en número igual al de los restantes litigantes, que dispondrán de un plazo de cinco 
días, contados desde la notificación de la declinatoria, para alegar y aportar lo que consideren 
conveniente para sostener la jurisdicción o la competencia del tribunal, que decidirá la cuestión dentro 
del quinto día siguiente. 
Si la declinatoria fuese relativa a la falta de competencia territorial, el actor, al impugnarla, podrá 
también alegar la falta de competencia territorial del tribunal en favor del cual se pretendiese declinar 
el conocimiento del asunto. 

2. Si el tribunal entendiese que carece de jurisdicción por corresponder el conocimiento del asunto a los 
tribunales de otro Estado, lo declarará así mediante auto, absteniéndose de conocer y sobreseyendo 
el proceso. 
Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en haberse sometido el 
asunto a arbitraje o a mediación. 

3. Si el tribunal considera que carece de jurisdicción por corresponder el asunto de que se trate a los 
tribunales de otro orden jurisdiccional, en el auto en el que se abstenga de conocer señalará a las 
partes ante qué órganos han de usar de su derecho. Igual resolución se dictará cuando el tribunal 
entienda que carece de competencia objetiva. 

4. Si se hubiere interpuesto declinatoria relativa a la competencia territorial y ésta no viniere 
determinada por reglas imperativas, el tribunal, para estimarla, habrá de considerar competente al 
órgano señalado por el promotor de la declinatoria. 

5. El tribunal, al estimar la declinatoria relativa a la competencia territorial, se inhibirá en favor del órgano 
al que corresponda la competencia y acordará remitirle los autos con emplazamiento de las partes 
para que comparezcan ante él en el plazo de diez días.  

CAPÍTULO IV. De los recursos en materia de jurisdicción y competencia  

Artículo 66 Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, sumisión a arbitraje o 
mediación y competencia objetiva 
1. Contra el auto absteniéndose de conocer por falta de competencia internacional, por pertenecer el 

asunto a tribunal de otro orden jurisdiccional, por haberse sometido el asunto a arbitraje o a 
mediación o por falta de competencia objetiva, cabrá recurso de apelación. 

2. Contra el auto por el que se rechace la falta de competencia internacional, de jurisdicción o de 
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competencia objetiva, sólo cabrá recurso de reposición, sin perjuicio de alegar la falta de esos 
presupuestos procesales en la apelación contra la sentencia definitiva. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando el auto rechace la sumisión del 
asunto a arbitraje o a mediación.  

Artículo 67 Recursos en materia de competencia territorial 
1. Contra los autos que resuelvan sobre la competencia territorial no se dará recurso alguno. 
2. En los recursos de apelación y extraordinario por infracción procesal sólo se admitirán alegaciones de 

falta de competencia territorial cuando, en el caso de que se trate, fueren de aplicación normas 
imperativas.  

EJECUCION FORZOSA, TITULOS EXTRAJUDICIALES. 

Del tribunal competente 

Artículo 545 Tribunal competente. Forma de las resoluciones en la ejecución forzosa 
1. Si el título ejecutivo consistiera en resoluciones judiciales, resoluciones dictadas por Letrado de la 

Administración de Justicia a las que esta ley reconozca carácter de título ejecutivo o transacciones y 
acuerdos judicialmente homologados o aprobados, será competente para dictar el auto que contenga 
la orden general de ejecución y despacho de la misma el Tribunal que conoció del asunto en primera 
instancia o en el que se homologó o aprobó la transacción o acuerdo. 

2. Cuando el título sea un laudo arbitral o un acuerdo de mediación, será competente para denegar o 
autorizar la ejecución y el correspondiente despacho el Juzgado de Primera Instancia del lugar en que 
se haya dictado el laudo o se hubiera firmado el acuerdo de mediación. 

3. Para la ejecución fundada en títulos distintos de los expresados en los apartados anteriores, será 
competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar que corresponda con arreglo a lo dispuesto en 
los artículos 50 y 51 de esta Ley. La ejecución podrá instarse también, a elección del ejecutante, ante 
el Juzgado de Primera Instancia del lugar de cumplimiento de la obligación, según el título, o ante el 
de cualquier lugar en que se encuentren bienes del ejecutado que puedan ser embargados, sin que 
sean aplicables, en ningún caso, las reglas sobre sumisión expresa o tácita contenidas en la sección 2.ª 
del capítulo II del Título II del Libro I. 

Si hubiese varios ejecutados, será competente el tribunal que, con arreglo al párrafo anterior, lo sea 
respecto de cualquier ejecutado, a elección del ejecutante. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la ejecución recaiga sólo sobre bienes 
especialmente hipotecados o pignorados, la competencia se determinará con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 684 de esta Ley. 
4. En todos los supuestos reseñados en los apartados que anteceden corresponderá al Letrado de la 

Administración de Justicia la concreción de los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el 
despacho de la ejecución, la adopción de todas las medidas necesarias para la efectividad del despacho, 
ordenando los medios de averiguación patrimonial que fueran necesarios conforme a lo establecido 
en los artículos 589 y 590 de esta ley, así como las medidas ejecutivas concretas que procedan. 

5. En los procesos de ejecución adoptarán la forma de auto las resoluciones del Tribunal que: 
• 1.º Contengan la orden general de ejecución por la que se autoriza y despacha la misma. 
• 2.º Decidan sobre oposición a la ejecución definitiva basada en motivos procesales o de fondo. 
• 3.º Resuelvan las tercerías de dominio. 
• 4.º Aquellas otras que se señalen en esta ley. 
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6. Adoptarán la forma de decreto las resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia que 
determinen los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de la ejecución y aquellas 
otras que se señalen en esta ley. 

7. El Tribunal decidirá por medio de providencia en los supuestos en que así expresamente se señale, y 
en los demás casos, las resoluciones que procedan se dictarán por el Letrado de la Administración de 
Justicia a través de diligencias de ordenación, salvo cuando proceda resolver por decreto.  

Artículo 546 Examen de oficio de la competencia territorial 
1. Antes de despachar ejecución, el tribunal examinará de oficio su competencia territorial y si, conforme 

al título ejecutivo y demás documentos que se acompañen a la demanda, entendiera que no es 
territorialmente competente, dictará auto absteniéndose de despachar ejecución e indicando al 
demandante el tribunal ante el que ha de presentar la demanda. Esta resolución será recurrible 
conforme a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 552. 

2. Una vez despachada ejecución el tribunal no podrá, de oficio, revisar su competencia territorial.  

Artículo 547 Declinatoria en la ejecución forzosa 
El ejecutado podrá impugnar la competencia del tribunal proponiendo declinatoria dentro de los cinco 
días siguientes a aquel en que reciba la primera notificación del proceso de ejecución. 
La declinatoria se sustanciará y decidirá conforme a lo previsto en el artículo 65 de esta Ley.  

LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 

Artículo 9 
Los Jueces y Tribunales que tengan competencia para conocer de una causa determinada, la tendrán 
también para todas sus incidencias, para llevar a efecto las providencias de tramitación y para la ejecución 
de las sentencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 801.  

Artículo 10 
Corresponderá a la jurisdicción ordinaria el conocimiento de las causas y juicios criminales con excepción 
de los casos reservados por las leyes al Senado, a los Tribunales de Guerra y Marina y a las Autoridades 
administrativas o de policía.  

Artículo 11 
El conocimiento de las causas por delitos en que aparezcan a la vez culpables personas sujetas a la 
jurisdicción ordinaria y otras aforadas corresponderá a la ordinaria salvo las excepciones consignadas 
expresamente en las Leyes respecto a la competencia de otra jurisdicción.  

Artículo 12 
Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, la jurisdicción ordinaria será siempre competente para 
prevenir las causas por delitos que cometan los aforados. 
Esta competencia se limitará a instruir las primeras diligencias, concluidas las cuales la jurisdicción 
ordinaria remitirá las actuaciones al Juez o Tribunal que deba conocer de la causa con arreglo a las Leyes, 
y pondrá a su disposición a los detenidos y los efectos ocupados. 
La jurisdicción ordinaria cesará en las primeras diligencias tan luego como conste que la especial 
competente instruye causa sobre el mismo delito. 
Los autos de inhibición de esta clase que pronuncien los Jueces instructores de la jurisdicción ordinaria 
son apelables ante la respectiva Audiencia. 
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Entre tanto que se sustancia y decide el recurso de apelación, se cumplirá lo dispuesto en el artículo 22, 
párrafo segundo, a cuyo efecto y para la sustanciación del recurso se remitirá el correspondiente 
testimonio.  

Artículo 13 
Se consideran como primeras diligencias la de consignar las pruebas del delito que puedan desaparecer, 
la de recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su comprobación y a la identificación del delincuente, 
la de detener, en su caso, a los presuntos responsables del delito, y la de proteger a los ofendidos o 
perjudicados por el mismo, a sus familiares o a otras personas, pudiendo acordarse a tal efecto las medidas 
cautelares a las que se refiere el artículo 544 bis o la orden de protección prevista en el artículo 544 ter de 
esta ley. 
En la instrucción de delitos cometidos a través de internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de 
la información o de la comunicación, el juzgado podrá acordar, como primeras diligencias, de oficio o a 
instancia de parte, las medidas cautelares consistentes en la retirada provisional de contenidos ilícitos, en 
la interrupción provisional de los servicios que ofrezcan dichos contenidos o en el bloqueo provisional de 
unos y otros cuando radiquen en el extranjero.  

Artículo 14 
Fuera de los casos que expresa y limitadamente atribuyen la Constitución y las leyes a Jueces y Tribunales 
determinados, serán competentes: 
• 1. Para el conocimiento y fallo de los juicios por delito leve, el Juez de Instrucción, salvo que la 

competencia corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer de conformidad con el número 5 de este 
artículo. 

• 2. Para la instrucción de las causas, el Juez de Instrucción del partido en que el delito se hubiere 
cometido, o el Juez de Violencia sobre la Mujer, o el Juez Central de Instrucción respecto de los delitos 
que la Ley determine. 

• 3. Para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la Ley señale pena privativa de libertad 
de duración no superior a cinco años o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera 
otras de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de 
éstas no exceda de diez años, así como por delitos leves, sean o no incidentales, imputables a los 
autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión del delito leve o su prueba estuviesen 
relacionadas con aquéllos, el Juez de lo Penal de la circunscripción donde el delito fue cometido, o el 
Juez de lo Penal correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su 
caso, o el Juez Central de lo Penal en el ámbito que le es propio, sin perjuicio de la competencia del 
Juez de Instrucción de Guardia del lugar de comisión del delito para dictar sentencia de conformidad, 
del Juez de Violencia sobre la Mujer competente en su caso, en los términos establecidos en el artículo 
801, así como de los Juzgados de Instrucción competentes para dictar sentencia en el proceso por 
aceptación de decreto. 

• 4. Para el conocimiento y fallo de las causas en los demás casos la Audiencia Provincial de la 
circunscripción donde el delito se haya cometido, o la Audiencia Provincial correspondiente a la 
circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional. 
No obstante, en los supuestos de competencia de la Audiencia Provincial, si el delito fuere de los 
atribuidos al Tribunal de Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste. 

• 5. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer serán competentes en las siguientes materias, en todo 
caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en esta Ley: 
• a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en 
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los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra 
la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier 
otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien 
sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de 
la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen 
sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, 
cuando también se haya producido un acto de violencia de género. 

• b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra 
los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como 
tales en la letra anterior. 

• c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas al Juez de Guardia. 

• d) Del conocimiento y fallo de los juicios por las infracciones tipificadas en el párrafo segundo del 
apartado 7 del artículo 171, párrafo segundo del apartado 3 del artículo 172 y en el apartado 4 del 
artículo 173 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, cuando la víctima 
sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado.  

Artículo 14 bis 
Cuando de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior el conocimiento y fallo de una causa por delito 
dependa de la gravedad de la pena señalada a éste por la ley se atenderá en todo caso a la pena legalmente 
prevista para la persona física, aun cuando el procedimiento se dirija exclusivamente contra una persona 
jurídica.  

Artículo 15 
Cuando no conste el lugar en que se haya cometido una falta o delito, serán Jueces y Tribunales 
competentes en su caso para conocer de la causa o juicio: 
• 1.º El del término municipal, partido o circunscripción en que se hayan descubierto pruebas materiales 

del delito. 
• 2.º El del término municipal, partido o circunscripción, en que el presunto reo haya sido aprehendido. 
• 3.º El de la residencia del reo presunto. 
• 4.º Cualquiera que hubiese tenido noticia del delito. 
Si se suscitase competencia entre estos Jueces o Tribunales, se decidirá dando la preferencia por el orden 
con que están expresados en los números que preceden. 
Tan luego como conste el lugar en que se hubiese cometido el delito, el Juez o Tribunal que estuviere 
conociendo de la causa acordará la inhibición en favor del competente, poniendo en su caso los detenidos 
a disposición del mismo y acordando remitir, en la misma resolución las diligencias y efectos ocupados.  

Artículo 15 bis 
En el caso de que se trate de algunos de los delitos o faltas cuya instrucción o conocimiento corresponda 
al Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por el lugar del domicilio 
de la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de medidas urgentes del artículo 
13 de la presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de comisión de los hechos.  

Artículo 16 
La jurisdicción ordinaria será la competente para juzgar a los reos de delitos conexos, siempre que alguno 
esté sujeto a ella, aun cuando los demás sean aforados. 
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Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de las excepciones expresamente consignadas 
en este Código o en Leyes especiales, y singularmente en las Leyes penales de Guerra y Marina, respecto 
a determinados delitos.  

Artículo 17 
1. Cada delito dará lugar a la formación de una única causa. 
No obstante, los delitos conexos serán investigados y enjuiciados en la misma causa cuando la 
investigación y la prueba en conjunto de los hechos resulten convenientes para su esclarecimiento y para 
la determinación de las responsabilidades procedentes salvo que suponga excesiva complejidad o dilación 
para el proceso. 
2. A los efectos de la atribución de jurisdicción y de la distribución de la competencia se consideran 

delitos conexos: 
• 1.º Los cometidos por dos o más personas reunidas. 
• 2.º Los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos si hubiera precedido 

concierto para ello. 
• 3.º Los cometidos como medio para perpetrar otros o facilitar su ejecución. 
• 4.º Los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos. 
• 5.º Los delitos de favorecimiento real y personal y el blanqueo de capitales respecto al delito 

antecedente. 
• 6.º Los cometidos por diversas personas cuando se ocasionen lesiones o daños recíprocos. 
3. Los delitos que no sean conexos pero hayan sido cometidos por la misma persona y tengan analogía o 
relación entre sí, cuando sean de la competencia del mismo órgano judicial, podrán ser enjuiciados en la 
misma causa, a instancia del Ministerio Fiscal, si la investigación y la prueba en conjunto de los hechos 
resultan convenientes para su esclarecimiento y para la determinación de las responsabilidades 
procedentes, salvo que suponga excesiva complejidad o dilación para el proceso.  

Artículo 17 bis 
La competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer se extenderá a la instrucción y conocimiento 
de los delitos y faltas conexas siempre que la conexión tenga su origen en alguno de los supuestos previstos 
en los números 3.º y 4.º del artículo 17 de la presente Ley.  

Artículo 18 
1. Son Jueces y Tribunales competentes, por su orden, para conocer de las causas por delitos conexos: 
• 1.º El del territorio en que se haya cometido el delito a que esté señalada pena mayor. 
• 2.º El que primero comenzare la causa en el caso de que a los delitos esté señalada igual pena. 
• 3.º El que la Audiencia de lo criminal o el Tribunal Supremo en sus casos respectivos designen, cuando 

las causas hubieren empezado al mismo tiempo, o no conste cual comenzó primero. 
2. No obstante lo anterior, será competente para conocer de los delitos conexos cometidos por dos o 

más personas en distintos lugares, si hubiera precedido concierto para ello, con preferencia a los 
indicados en el apartado anterior, el juez o tribunal del partido judicial sede de la correspondiente 
Audiencia Provincial, siempre que los distintos delitos se hubieren cometido en el territorio de una 
misma provincia y al menos uno de ellos se hubiera perpetrado dentro del partido judicial sede de la 
correspondiente Audiencia Provincial.  
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LEY 29/98 DE 13 DE JULIO. 

Artículo 5 
1. La Jurisdicción Contencioso-administrativa es improrrogable. 
2. Los órganos de este orden jurisdiccional apreciarán de oficio la falta de jurisdicción y resolverán sobre 

la misma, previa audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal por plazo común de diez días. 
3. En todo caso, esta declaración será fundada y se efectuará indicando siempre el concreto orden 

jurisdiccional que se estime competente. Si la parte demandante se personare ante el mismo en el 
plazo de un mes desde la notificación de la resolución que declare la falta de jurisdicción, se entenderá 
haberlo efectuado en la fecha en que se inició el plazo para interponer el recurso contencioso-
administrativo, si hubiere formulado éste siguiendo las indicaciones de la notificación del acto o ésta 
fuese defectuosa. 

4. Competencia territorial de los Juzgados y Tribunales  

Artículo 14 
1. La competencia territorial de los Juzgados y de los Tribunales Superiores de Justicia se determinará 

conforme a las siguientes reglas: 
• Primera. Con carácter general, será competente el órgano jurisdiccional en cuya circunscripción 

tenga su sede el órgano que hubiere dictado la disposición o el acto originario impugnado. 
• Segunda. Cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones públicas en materia de 

responsabilidad patrimonial, personal, propiedades especiales y sanciones será competente, a 
elección del demandante, el juzgado o el tribunal en cuya circunscripción tenga aquél su domicilio 
o se halle la sede del órgano autor del acto originario impugnado. 

• Cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones de las Comunidades Autónomas 
o de las entidades de la Administración Local, la elección a que se refiere esta regla segunda se 
entenderá limitada a la circunscripción del Tribunal Superior de Justicia en que tenga su sede el 
órgano que hubiere dictado el acto originario impugnado. 

• Tercera. La competencia corresponderá al órgano jurisdiccional en cuya circunscripción radiquen 
los inmuebles afectados cuando se impugnen planes de ordenación urbana y actuaciones 
urbanísticas, expropiatorias y, en general, las que comporten intervención administrativa en la 
propiedad privada. 

2. Cuando el acto originario impugnado afectase a una pluralidad de destinatarios y fueran diversos los 
Juzgados o Tribunales competentes según las reglas anteriores, la competencia vendrá atribuida al órgano 
jurisdiccional en cuya circunscripción tenga su sede el órgano que hubiere dictado el acto originario 
impugnado.  

Artículo 51 
1. El Juzgado o Sala, tras el examen del expediente administrativo, declarará no haber lugar a la admisión 

del recurso cuando constare de modo inequívoco y manifiesto: 
• a) La falta de jurisdicción o la incompetencia del Juzgado o Tribunal. 
• Resolución alegaciones previas.- Artículo 59. 4. El auto estimatorio de las alegaciones previas 

declarará la inadmisibilidad del recurso y, una vez firme, el Secretario judicial ordenará la 
devolución del expediente administrativo a la oficina de donde procediere. Si se hubiere declarado 
la falta de jurisdicción o de competencia, se estará a lo que determinan los artículos 5.º 3 y 7.º 3. 
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En Sentencia. 

Artículo 69 
La sentencia declarará la inadmisibilidad del recurso o de alguna de las pretensiones en los casos siguientes: 
• a) Que el Juzgado o Tribunal Contencioso-administrativo carezca de jurisdicción. 

LEY 36/2011 DE 10 DE OCTUBRE. J. SOCIAL. 

De la capacidad y legitimación procesal  

Artículo 16 Capacidad procesal y representación 
1. Podrán comparecer en juicio en defensa de sus derechos e intereses legítimos quienes se encuentren 

en el pleno ejercicio de sus derechos civiles. 
2. Tendrán capacidad procesal los trabajadores mayores de dieciséis años y menores de dieciocho 

respecto de los derechos e intereses legítimos derivados de sus contratos de trabajo y de la relación 
de Seguridad Social, cuando legalmente no precisen para la celebración de dichos contratos 
autorización de sus padres, tutores o de la persona o institución que los tenga a su cargo, o hubieran 
obtenido autorización para contratar de sus padres, tutores o persona o institución que los tenga a su 
cargo conforme a la legislación laboral o la legislación civil o mercantil respectivamente. Igualmente 
tendrán capacidad procesal los trabajadores autónomos económicamente dependientes mayores de 
dieciséis años. 

3. En los supuestos previstos en el apartado anterior, los trabajadores mayores de dieciséis años y 
menores de dieciocho tendrán igualmente capacidad procesal respecto de los derechos de naturaleza 
sindical y de representación, así como para la impugnación de los actos administrativos que les afecten. 

4. Por quienes no se hallaren en el pleno ejercicio de sus derechos civiles comparecerán sus 
representantes legítimos o los que deban suplir su incapacidad conforme a Derecho. 

5. Por las personas jurídicas comparecerán quienes legalmente las representen. Por las entidades sin 
personalidad a las que la ley reconozca capacidad para ser parte comparecerán quienes legalmente las 
representen en juicio. Por las masas patrimoniales o patrimonios separados carentes de titular o cuyo 
titular haya sido privado de sus facultades de disposición y administración comparecerán quienes 
conforme a la ley las administren. Por las entidades que, no habiendo cumplido los requisitos 
legalmente establecidos para constituirse en personas jurídicas, estén formadas por una pluralidad de 
elementos personales y patrimoniales puestos al servicio de un fin determinado, comparecerán 
quienes de hecho o en virtud de pactos de la entidad, actúen en su nombre frente a terceros o ante 
los trabajadores. Por las comunidades de bienes y grupos comparecerán quienes aparezcan, de hecho 
o de derecho, como organizadores, directores o gestores de los mismos, o en su defecto como socios 
o partícipes de los mismos y sin perjuicio de la responsabilidad que, conforme a la ley, pueda 
corresponder a estas personas físicas.  

Artículo 17 Legitimación 
1. Los titulares de un derecho subjetivo o un interés legítimo podrán ejercitar acciones ante los órganos 

jurisdiccionales del orden social, en los términos establecidos en las leyes. 
2. Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales tendrán legitimación para la defensa 

de los intereses económicos y sociales que les son propios. 
Los sindicatos con implantación suficiente en el ámbito del conflicto están legitimados para accionar 
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en cualquier proceso en el que estén en juego intereses colectivos de los trabajadores, siempre que 
exista un vínculo entre dicho sindicato y el objeto del pleito de que se trate; podrán igualmente 
personarse y ser tenidos por parte en dichos procesos, sin que tal intervención haga detener o 
retroceder el curso de las actuaciones. 
En especial, en los términos establecidos en esta Ley, podrán actuar, a través del proceso de conflicto 
colectivo, en defensa de los derechos e intereses de una pluralidad de trabajadores indeterminada o 
de difícil determinación; y, en particular, por tal cauce podrán actuar en defensa del derecho a la 
igualdad de trato entre mujeres y hombres en todas las materias atribuidas al orden social. 
En el proceso de ejecución se considerarán intereses colectivos los tendentes a la conservación de la 
empresa y a la defensa de los puestos de trabajo. 

3. Las organizaciones de trabajadores autónomos tendrán legitimación para la defensa de los acuerdos 
de interés profesional por ellas firmados. 

4. El Ministerio Fiscal estará legitimado para intervenir en todos aquellos supuestos previstos en la 
presente Ley. 

Artículo 19 Presentación de la demanda y pluralidad de actores o demandados  
1. La demanda podrá presentarse bien individualmente, bien de modo conjunto, en un solo escrito o en 

varios y, en este caso, su admisión a trámite equivaldrá a la decisión de su acumulación, que no podrá 
denegarse salvo que las acciones no sean acumulables según esta Ley. 

2. En los procesos en los que demanden de forma conjunta más de diez actores, éstos deberán designar 
un representante común, con el que se entenderán las sucesivas diligencias del litigio. Este 
representante deberá ser necesariamente abogado, procurador, graduado social colegiado, uno de los 
demandantes o un sindicato. Dicha representación podrá conferirse mediante poder otorgado por 
comparecencia ante el secretario judicial, por escritura pública o mediante comparecencia ante el 
servicio administrativo que tenga atribuidas las competencias de conciliación, mediación o arbitraje o 
el órgano que asuma estas funciones. Junto con la demanda se deberá aportar el documento 
correspondiente de otorgamiento de esta representación. 

3. Cuando se acuerde la acumulación de los procesos correspondientes a varias demandas presentadas 
contra un mismo demandado, afectando de este modo el proceso a más de diez actores, así como 
cuando la demanda o demandas se dirijan contra más de diez demandados, siempre que no haya 
contraposición de intereses entre ellos, el secretario judicial les requerirá para que designen un 
representante común, pudiendo recaer dicha designación en cualquiera de los sujetos mencionados 
en el apartado anterior. A tal efecto, junto con la comunicación a los actores de la resolución de 
acumulación, el secretario judicial les citará de comparecencia dentro de los cuatro días siguientes 
para el nombramiento del representante común; si el día de la comparecencia no asistiese alguno de 
los citados en forma, se procederá a la designación del representante común, entendiéndose que 
quien no comparezca acepta el nombramiento efectuado por el resto. 

4. Cualquiera de los demandantes o demandados en el caso del apartado anterior podrá expresar su 
voluntad justificada de comparecer por sí mismo o de designar un representante propio, diferenciado 
del designado de forma conjunta por los restantes actores o demandados. 

5. Cuando por razón de la tutela ejercitada la pretensión no afecte de modo directo e individual a 
trabajadores determinados se entenderá, a efectos de emplazamiento y comparecencia en el proceso, 
que los órganos representativos unitarios y, en su caso, la representación sindical, ostentan la 
representación en juicio de los intereses genéricos del colectivo laboral correspondiente, siempre que 
no haya contraposición de intereses entre ellos, y sin perjuicio de la facultad de los trabajadores que 
indirectamente pudieran resultar afectados, de comparecer por sí mismos o de designar un 
representante propio.  



 

 Administración de Justicia 
CLASE 3 

33 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

Artículo 20 Representación por los sindicatos 
1. Los sindicatos podrán actuar en un proceso, en nombre e interés de los trabajadores y de los 

funcionarios y personal estatutario afiliados a ellos que así se lo autoricen, para la defensa de sus 
derechos individuales, recayendo en dichos afiliados los efectos de aquella actuación. 

2. En la demanda, el sindicato habrá de acreditar la condición de afiliado del trabajador o empleado y la 
existencia de la comunicación al afiliado de su voluntad de iniciar el proceso. La autorización se 
presumirá concedida salvo declaración en contrario del afiliado. En el caso de que no se hubiese 
otorgado esta autorización, el trabajador o empleado podrá exigir al sindicato la responsabilidad que 
proceda, que habrá de decidirse en proceso social independiente. 

3. Si en cualquier fase del proceso el afiliado expresara en la oficina judicial que no había recibido la 
comunicación del sindicato o que habiéndola recibido hubiera negado la autorización de actuación en 
su nombre, el juez o tribunal, previa audiencia del sindicato, acordará el archivo de las actuaciones sin 
más trámite. 

4. Los sindicatos estarán exentos de efectuar depósitos y consignaciones en todas sus actuaciones ante 
el orden social y gozarán del beneficio legal de justicia gratuita cuando ejerciten un interés colectivo 
en defensa de los trabajadores y beneficiarios de la seguridad social. 

FOGASA. 

Artículo 23 Intervención del Fondo de Garantía Salarial 
1. El Fondo de Garantía Salarial, cuando resulte necesario en defensa de los intereses públicos que 

gestiona y para ejercitar las acciones o recursos oportunos, podrá comparecer como parte en cualquier 
fase o momento de su tramitación, en aquellos procesos de los que se pudieran derivar prestaciones 
de garantía salarial, sin que tal intervención haga retroceder ni detener el curso de las actuaciones. 

2. En supuestos de empresas incursas en procedimientos concursales, así como de las ya declaradas 
insolventes o desaparecidas, y en las demandas de las que pudiera derivar la responsabilidad prevista 
en el apartado 8 del artículo 33 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, el 
secretario judicial citará como parte al Fondo de Garantía Salarial, dándole traslado de la demanda a 
fin de que éste pueda asumir sus obligaciones legales e instar lo que convenga en Derecho. 

Igualmente deberán ser notificadas al Fondo de Garantía las resoluciones de admisión a trámite, 
señalamiento de la vista o incidente y demás resoluciones, incluida la que ponga fin al trámite 
correspondiente, cuando pudieran derivarse responsabilidades para el mismo. 

Artículo 24 Pago de prestaciones por el Fondo de Garantía Salarial y subrogación en los derechos y 
acciones de los trabajadores 
1. Si el pago de las prestaciones legalmente a cargo del Fondo de Garantía Salarial se hubiere producido 

con anterioridad al inicio de la ejecución, al instarse ésta, en subrogación de los derechos y acciones 
de los trabajadores que figuren en el título ejecutivo, deberá acreditarse fehacientemente el abono de 
las cantidades satisfechas y que éstas corresponden, en todo o en parte, a las reconocidas en el título. 

2. Despachada ejecución, el secretario judicial dictará decreto haciendo constar la subrogación producida, 
que se notificará a los trabajadores afectados o a sus representantes, a quienes, por si pudieren 
conservar créditos derivados del propio título frente a la empresa ejecutada por la parte no satisfecha 
por el Fondo, se les ofrecerá la posibilidad de constituirse como ejecutantes en el plazo de quince días. 
Las cantidades obtenidas se abonarán prorrateadas entre el Fondo y los trabajadores en proporción a 
los importes de sus respectivos créditos.  
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A TITULO DE EJEMPLO, INICIADOS DE OFICIO. 

Artículo 147 Impugnación de prestaciones por desempleo 
1. Cuando la Entidad u Organismo Gestor de las prestaciones por desempleo constate que, en los cuatro 

años inmediatamente anteriores a una solicitud de prestaciones, el trabajador hubiera percibido 
prestaciones por finalización de varios contratos temporales con una misma empresa, podrá dirigirse 
de oficio a la autoridad judicial demandando que el empresario sea declarado responsable del abono 
de las mismas, salvo de la prestación correspondiente al último contrato temporal, si la reiterada 
contratación temporal fuera abusiva o fraudulenta, así como la condena al empresario a la devolución 
a la Entidad Gestora de aquellas prestaciones junto con las cotizaciones correspondientes. 
A la comunicación, que tendrá la consideración de demanda, deberá acompañarse copia del 
expediente o expedientes administrativos en que se fundamente, y en la misma se consignarán los 
requisitos generales exigidos por la presente Ley para las demandas de los procesos ordinarios. 
La comunicación podrá dirigirse a la autoridad judicial en el plazo de los seis meses siguientes a la 
fecha en que se hubiera formulado la última solicitud de prestaciones en tiempo y forma. 
Lo dispuesto en este apartado no conllevará la revisión de las resoluciones que hubieran reconocido 
el derecho a las prestaciones por desempleo derivadas de la finalización de los reiterados contratos 
temporales, que se considerarán debidas al trabajador. 

2. El secretario judicial examinará la demanda, al efecto de comprobar si reúne todos los requisitos 
exigidos, advirtiendo a la entidad gestora, en su caso, de los defectos u omisiones de carácter formal 
de que adolezca, a fin de que sean subsanados en el término de diez días. Realizada la subsanación, se 
admitirá la demanda. En otro caso, dará cuenta al Tribunal para que por el mismo se resuelva sobre la 
admisión de la demanda. 

3. Admitida a trámite la demanda, continuará el procedimiento con arreglo a las normas generales, con 
las especialidades siguientes: 
• a) El empresario y el trabajador que hubieran celebrado los reiterados contratos temporales 

tendrán la consideración de parte en el proceso, si bien no podrán solicitar su suspensión. Aun sin 
su asistencia, el procedimiento se seguirá de oficio. 

• b) Las afirmaciones de hechos que se contengan en la comunicación base del proceso harán fe, 
salvo prueba en contrario, incumbiendo la carga de la prueba al empresario demandado. 

4. La sentencia que estime la demanda de la Entidad Gestora será inmediatamente ejecutiva. 
5. Cuando la sentencia adquiera firmeza se comunicará a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

LEGITIMACION PASIVA IMPUGNACION ALTA MEDICA y LEGITIMACION DE ENTIDADES GESTORES DE SS. 
Y LA TESORERIA DE LA SS EN PROCESOS DE RECLAMACION DE PRESTACIONES. 

140. 3. El proceso de impugnación de alta médica tendrá las siguientes especialidades: 
• a) La demanda se dirigirá exclusivamente contra la Entidad gestora y, en su caso, contra la colaboradora 

en la gestión. No existirá necesidad de demandar al servicio público de salud, salvo cuando se impugne 
el alta emitida por los servicios médicos del mismo, ni a la empresa salvo cuando se cuestione la 
contingencia. 

Artículo 141 Legitimación de las Entidades gestoras y Tesorería General de la Seguridad Social 
1. Las entidades u organismos gestores y la Tesorería General de la Seguridad Social, podrán personarse 

y ser tenidas por parte, con plenitud de posibilidades de alegación y defensa, incluida la de interponer 
el recurso o remedio procesal que pudiera proceder, en los pleitos en materia de prestaciones de 
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Seguridad Social y, en general, en los procedimientos en los que tengan interés por razón del ejercicio 
de sus competencias, sin que tal intervención haga retroceder ni detener el curso de las actuaciones. 
A tal efecto el secretario judicial deberá efectuar las actuaciones precisas para constatar la posible 
existencia de las situaciones anteriores y acordar, en su caso, que les sean notificadas las resoluciones 
de admisión a trámite, señalamiento de la vista o incidente y demás resoluciones, incluida la que ponga 
fin al trámite correspondiente. 

2. El órgano jurisdiccional podrá solicitar de dichas entidades y organismos los antecedentes de que 
dispongan en relación con los hechos objeto del procedimiento y los mismos podrán igualmente 
aportar dichos antecedentes, estén o no personados en las actuaciones, en cuanto pudieran afectar a 
las prestaciones que gestionen, a los fines de completar los elementos de conocimiento del órgano 
jurisdiccional en la resolución del asunto. 

VERBALES LEC. ESPECIAL ATENCION POSESORIOS. 

POR MATERIA Y CUANTIA. 

Artículo 250 Ámbito del juicio verbal 
1. Se decidirán en juicio verbal, cualquiera que sea su cuantía, las demandas siguientes: 

• 1.º Las que versen sobre reclamación de cantidades por impago de rentas y cantidades debidas y 
las que, igualmente, con fundamento en el impago de la renta o cantidades debidas por el 
arrendatario, o en la expiración del plazo fijado contractual o legalmente, pretendan que el dueño, 
usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer una finca rústica o urbana dada en 
arrendamiento, ordinario o financiero o en aparcería, recuperen la posesión de dicha finca. 

• 2.º Las que pretendan la recuperación de la plena posesión de una finca rústica o urbana, cedida 
en precario, por el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer dicha finca. 

• 3.º Las que pretendan que el tribunal ponga en posesión de bienes a quien los hubiere adquirido 
por herencia si no estuvieren siendo poseídos por nadie a título de dueño o usufructuario. 

• 4.º Las que pretendan la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por 
quien haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute. 

• Podrán pedir la inmediata recuperación de la plena posesión de una vivienda o parte de ella, 
siempre que se hayan visto privados de ella sin su consentimiento, la persona física que sea 
propietaria o poseedora legítima por otro título, las entidades sin ánimo de lucro con derecho a 
poseerla y las entidades públicas propietarias o poseedoras legítimas de vivienda social. 

• 5.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la suspensión de una obra 
nueva. 

• 6.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o derribo de 
obra, edificio, árbol, columna o cualquier otro objeto análogo en estado de ruina y que amenace 
causar daños a quien demande. 

• 7.º Las que, instadas por los titulares de derechos reales inscritos en el Registro de la Propiedad, 
demanden la efectividad de esos derechos frente a quienes se oponga a ellos o perturben su 
ejercicio, sin disponer de título inscrito que legitime la oposición o la perturbación. 

• 8.º Las que soliciten alimentos debidos por disposición legal o por otro título. 
• 9.º Las que supongan el ejercicio de la acción de rectificación de hechos inexactos y perjudiciales. 
• 10.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, sobre el incumplimiento 

por el comprador de las obligaciones derivadas de los contratos inscritos en el Registro de Venta a 
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Plazos de Bienes Muebles y formalizados en el modelo oficial establecido al efecto, al objeto de 
obtener una sentencia condenatoria que permita dirigir la ejecución exclusivamente sobre el bien 
o bienes adquiridos o financiados a plazos. 

• 11.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, sobre el incumplimiento de 
un contrato de arrendamiento financiero, de arrendamiento de bienes muebles, o de un contrato 
de venta a plazos con reserva de dominio, siempre que estén inscritos en el Registro de Venta a 
Plazos de Bienes Muebles y formalizados en el modelo oficial establecido al efecto, mediante el 
ejercicio de una acción exclusivamente encaminada a obtener la inmediata entrega del bien al 
arrendador financiero, al arrendador o al vendedor o financiador en el lugar indicado en el contrato, 
previa declaración de resolución de éste, en su caso. 

• 12.º Las que supongan el ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos 
y difusos de los consumidores y usuarios. 

• 13.º Las que pretendan la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del Código 
Civil. En estos casos el juicio verbal se sustanciará con las peculiaridades dispuestas en el capítulo 
I del título I del libro IV de esta ley. 

2. Se decidirán también en el juicio verbal las demandas cuya cuantía no exceda de seis mil euros y no se 
refieran a ninguna de las materias previstas en el apartado 1 del artículo anterior. 

259,1, 4º Las demandas en materia de competencia desleal, defensa de la competencia, en aplicación de 
los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea o de los artículos 1 y 2 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, propiedad industrial, propiedad intelectual y 
publicidad, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo caso se 
tramitarán por el procedimiento que les corresponda en función de la cuantía que se reclame 
249,1,6.º Las que versen sobre cualesquiera asuntos relativos a arrendamientos urbanos o rústicos de 
bienes inmuebles, salvo que se trate de reclamaciones de rentas o cantidades debidas por el arrendatario 
o del desahucio por falta de pago o por extinción del plazo de la relación arrendaticia, o salvo que sea 
posible hacer una valoración de la cuantía del objeto del procedimiento, en cuyo caso el proceso será el 
que corresponda a tenor de las reglas generales de esta Ley. 
249,1, 8.º Cuando se ejerciten las acciones que otorga a las Juntas de Propietarios y a éstos la Ley de 
Propiedad Horizontal, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo 
caso se tramitarán por el procedimiento que corresponda. 
250.1.3. Se decidirán en juicio verbal, con las especialidades establecidas en el artículo 447 bis de esta ley, 
los recursos contra las resoluciones que agoten la vía administrativa dictadas en materia de propiedad 
industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas. 

TRÁMITE.  

Artículo 437 Forma de la demanda. Acumulación objetiva y subjetiva de acciones 
1. El juicio verbal principiará por demanda, con el contenido y forma propios del juicio ordinario, siendo 

también de aplicación lo dispuesto para dicho juicio en materia de preclusión de alegaciones y 
litispendencia. 

2. No obstante, en los juicios verbales en que no se actúe con abogado y procurador, el demandante 
podrá formular una demanda sucinta, donde se consignarán los datos y circunstancias de 
identificación del actor y del demandado y el domicilio o los domicilios en que pueden ser citados, y 
se fijará con claridad y precisión lo que se pida, concretando los hechos fundamentales en que se basa 
la petición. 
A tal fin, se podrán cumplimentar unos impresos normalizados que se hallarán a su disposición en el 
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órgano judicial correspondiente. 
3. Si en la demanda se solicitase el desahucio de finca urbana por falta de pago de las rentas o cantidades 

debidas al arrendador, o por expiración legal o contractual del plazo, el demandante podrá anunciar 
en ella que asume el compromiso de condonar al arrendatario todo o parte de la deuda y de las costas, 
con expresión de la cantidad concreta, condicionándolo al desalojo voluntario de la finca dentro del 
plazo que se indique por el arrendador, que no podrá ser inferior al plazo de quince días desde que se 
notifique la demanda. Igualmente, podrá interesarse en la demanda que se tenga por solicitada la 
ejecución del lanzamiento en la fecha y hora que se fije por el juzgado a los efectos señalados en el 
apartado 3 del artículo 549. 
3 bis. Cuando se solicitase en la demanda la recuperación de la posesión de una vivienda o parte de 
ella a la que se refiere el párrafo segundo del numeral 4.º del apartado 1 del artículo 250, aquélla 
podrá dirigirse genéricamente contra los desconocidos ocupantes de la misma, sin perjuicio de la 
notificación que de ella se realice a quien en concreto se encontrare en el inmueble al tiempo de llevar 
a cabo dicha notificación. A la demanda se deberá acompañar el título en que el actor funde su 
derecho a poseer. 

4. No se admitirá en los juicios verbales la acumulación objetiva de acciones, salvo las excepciones 
siguientes: 
• 1.ª La acumulación de acciones basadas en unos mismos hechos, siempre que proceda, en todo 

caso, el juicio verbal. 
• 2.ª La acumulación de la acción de resarcimiento de daños y perjuicios a otra acción que sea 

prejudicial de ella. 
• 3.ª La acumulación de las acciones en reclamación de rentas o cantidades análogas vencidas y no 

pagadas, cuando se trate de juicios de desahucios de finca por falta de pago o por expiración legal 
o contractual del plazo, con independencia de la cantidad que se reclame. Asimismo, también 
podrán acumularse las acciones ejercitadas contra el fiador o avalista solidario previo 
requerimiento de pago no satisfecho. 

• 4.ª En los procedimientos de separación, divorcio o nulidad y en los que tengan por objeto obtener 
la eficacia civil de las resoluciones o decisiones eclesiásticas, cualquiera de los cónyuges podrá 
ejercer simultáneamente la acción de división de la cosa común respecto de los bienes que tengan 
en comunidad ordinaria indivisa. Si hubiere diversos bienes en régimen de comunidad ordinaria 
indivisa y uno de los cónyuges lo solicitare, el tribunal puede considerarlos en conjunto a los 
efectos de formar lotes o adjudicarlos. 

5. Podrán acumularse las acciones que uno tenga contra varios sujetos o varios contra uno siempre que 
se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 72 y en el apartado 1 del artículo 73.  

Artículo 438 Admisión de la demanda y contestación. Reconvención 
1. El letrado de la Administración de Justicia, examinada la demanda, la admitirá por decreto o dará 

cuenta de ella al tribunal en los supuestos del artículo 404 para que resuelva lo que proceda. Admitida 
la demanda, dará traslado de ella al demandado para que la conteste por escrito en el plazo de diez 
días conforme a lo dispuesto para el juicio ordinario. Si el demandado no compareciere en el plazo 
otorgado será declarado en rebeldía conforme al artículo 496. 
En los casos en que sea posible actuar sin abogado ni procurador, se indicará así en el decreto de 
admisión y se comunicará al demandado que están a su disposición en el juzgado unos impresos 
normalizados que puede emplear para la contestación a la demanda. 

2. En ningún caso se admitirá reconvención en los juicios verbales que, según la ley, deban finalizar por 
sentencia sin efectos de cosa juzgada. 
En los demás juicios verbales se admitirá la reconvención siempre que no determine la improcedencia 



 

 Administración de Justicia 
CLASE 3 

38 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

del juicio verbal y exista conexión entre las pretensiones de la reconvención y las que sean objeto de 
la demanda principal. Admitida la reconvención se regirá por las normas previstas en el juicio ordinario, 
salvo el plazo para su contestación que será de diez días. 

3. El demandado podrá oponer en la contestación a la demanda un crédito compensable, siendo de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 408. Si la cuantía de dicho crédito fuese superior a la que 
determine que se siga el juicio verbal, el tribunal tendrá por no hecha tal alegación en la vista, 
advirtiéndolo así al demandado, para que use de su derecho ante el tribunal y por los trámites que 
correspondan. 

4. El demandado, en su escrito de contestación, deberá pronunciarse, necesariamente, sobre la 
pertinencia de la celebración de la vista. Igualmente, el demandante deberá pronunciarse sobre ello, 
en el plazo de tres días desde el traslado del escrito de contestación. Si ninguna de las partes la 
solicitase y el tribunal no considerase procedente su celebración, dictará sentencia sin más trámites. 
En todo caso, bastará con que una de las partes lo solicite para que el letrado de la Administración de 
Justicia señale día y hora para su celebración, dentro de los cinco días siguientes. No obstante, en 
cualquier momento posterior, previo a la celebración de la vista, cualquiera de las partes podrá 
apartarse de su solicitud por considerar que la discrepancia afecta a cuestión o cuestiones meramente 
jurídicas. En este caso se dará traslado a la otra parte por el plazo de tres días y, transcurridos los cuales, 
si no se hubieren formulado alegaciones o manifestado oposición, quedarán los autos conclusos para 
dictar sentencia si el tribunal así lo considera.  

Artículo 439 Inadmisión de la demanda en casos especiales 
1. No se admitirán las demandas que pretendan retener o recobrar la posesión si se interponen 

transcurrido el plazo de un año a contar desde el acto de la perturbación o el despojo. 
2. En los casos del número 7.º del apartado 1 del artículo 250, no se admitirán las demandas en los casos 

siguientes: 
• 1.º Cuando en ellas no se expresen las medidas que se consideren necesarias para asegurar la 

eficacia de la sentencia que recayere. 
• 2.º Si, salvo renuncia del demandante, que hará constar en la demanda, no se señalase en ésta la 

caución que, conforme a lo previsto en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 64, ha de 
prestar el demandado, en caso de comparecer y contestar, para responder de los frutos que haya 
percibido indebidamente, de los daños y perjuicios que hubiere irrogado y de las costas del juicio. 

• 3.º Si no se acompañase a la demanda certificación literal del Registro de la Propiedad que acredite 
expresamente la vigencia, sin contradicción alguna, del asiento que legitima al demandante. 

3. No se admitirán las demandas de desahucio de finca urbana por falta de pago de las rentas o 
cantidades debidas por el arrendatario si el arrendador no indicare las circunstancias concurrentes que 
puedan permitir o no, en el caso concreto, la enervación del desahucio. 

4. En los casos de los números 10.º y 11.º del apartado 1 del artículo 250, cuando la acción ejercitada se 
base en el incumplimiento de un contrato de venta de bienes muebles a plazos, no se admitirán las 
demandas a las que no se acompañe la acreditación del requerimiento de pago al deudor, con 
diligencia expresiva del impago y de la no entrega del bien, en los términos previstos en el apartado 
segundo del artículo 16 de la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles, así como certificación de la 
inscripción de los bienes en el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles, si se tratase de bienes 
susceptibles de inscripción en el mismo. Cuando se ejerciten acciones basadas en el incumplimiento 
de un contrato de arrendamiento financiero o de bienes muebles, no se admitirán las demandas a las 
que no se acompañe la acreditación del requerimiento de pago al deudor, con diligencia expresiva del 
impago y de la no entrega del bien, en los términos previstos en el apartado tercero de la disposición 
adicional primera de la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles. 



 

 Administración de Justicia 
CLASE 3 

39 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

5. Tampoco se admitirán las demandas de juicio verbal cuando no se cumplan los requisitos de 
admisibilidad, que, para casos especiales, puedan establecer las leyes.  

Artículo 440 Citación para la vista 
1. Contestada la demanda y, en su caso, la reconvención o el crédito compensable, o transcurridos los 

plazos correspondientes, el letrado de la Administración de Justicia, cuando haya de celebrarse vista 
de acuerdo con lo expresado en el artículo 438, citará a las partes a tal fin dentro de los cinco días 
siguientes. La vista habrá de tener lugar dentro del plazo máximo de un mes. 
En la citación se fijará el día y hora en el que haya de celebrarse la vista, y se informará a las partes de 
la posibilidad de recurrir a una negociación para intentar solucionar el conflicto, incluido el recurso a 
una mediación, en cuyo caso éstas indicarán en la vista su decisión al respecto y las razones de la 
misma. 
En la citación se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia del demandado y se 
advertirá a los litigantes que han de concurrir con los medios de prueba de que intenten valerse, con 
la prevención de que si no asistieren y se propusiere y admitiere su declaración, podrán considerarse 
admitidos los hechos del interrogatorio conforme a lo dispuesto en el artículo 304. Asimismo, se 
prevendrá al demandante y demandado de lo dispuesto en el artículo 442, para el caso de que no 
comparecieren a la vista. 
La citación indicará también a las partes que, en el plazo de los cinco días siguientes a la recepción de 
la citación, deben indicar las personas que, por no poderlas presentar ellas mismas, han de ser citadas 
por el letrado de la Administración de Justicia a la vista para que declaren en calidad de parte, testigos 
o peritos. A tal fin, facilitarán todos los datos y circunstancias precisos para llevar a cabo la citación. En 
el mismo plazo de cinco días podrán las partes pedir respuestas escritas a cargo de personas jurídicas 
o entidades públicas, por los trámites establecidos en el artículo 381. 

2. En los casos del número 7.º del apartado 1 del artículo 250, en la citación para la vista se apercibirá al 
demandado de que, en caso de no comparecer, se dictará sentencia acordando las actuaciones que, 
para la efectividad del derecho inscrito, hubiere solicitado el actor. También se apercibirá al 
demandado, en su caso, de que la misma sentencia se dictará si comparece al acto de la vista, pero no 
presta caución, en la cuantía que, tras oírle, el tribunal determine, dentro de la solicitada por el actor. 

3. En los casos de demandas en las que se ejercite la pretensión de desahucio por falta de pago de rentas 
o cantidades debidas, acumulando o no la pretensión de condena al pago de las mismas, el Letrado de 
la Administración de Justicia, tras la admisión, y previamente a la vista que se señale, requerirá al 
demandado para que, en el plazo de diez días, desaloje el inmueble, pague al actor o, en caso de 
pretender la enervación, pague la totalidad de lo que deba o ponga a disposición de aquel en el 
tribunal o notarialmente el importe de las cantidades reclamadas en la demanda y el de las que adeude 
en el momento de dicho pago enervador del desahucio; o en otro caso comparezca ante éste y alegue 
sucintamente, formulando oposición, las razones por las que, a su entender, no debe, en todo o en 
parte, la cantidad reclamada o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación. 
Si el demandante ha expresado en su demanda que asume el compromiso a que se refiere el apartado 
3 del artículo 437, se le pondrá de manifiesto en el requerimiento, y la aceptación de este compromiso 
equivaldrá a un allanamiento con los efectos del artículo 21. 
Además, el requerimiento expresará el día y la hora que se hubieran señalado para que tengan lugar 
la eventual vista en caso de oposición del demandando, para la que servirá de citación, y el día y la 
hora exactos para la práctica del lanzamiento en caso de que no hubiera oposición. Asimismo se 
expresará que en caso de solicitar asistencia jurídica gratuita el demandado, deberá hacerlo en los tres 
días siguientes a la práctica del requerimiento, así como que la falta de oposición al requerimiento 
supondrá la prestación de su consentimiento a la resolución del contrato de arrendamiento que le 
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vincula con el arrendador. 
El requerimiento se practicará en la forma prevista en el artículo 161 de esta Ley, teniendo en cuenta 
las previsiones contenidas en apartado 3 del artículo 155 y en el último párrafo del artículo 164, 
apercibiendo al demandado de que, de no realizar ninguna de las actuaciones citadas, se procederá a 
su inmediato lanzamiento, sin necesidad de notificación posterior, así como de los demás extremos 
comprendidos en el apartado siguiente de este mismo artículo. 
Si el demandado no atendiere el requerimiento de pago o no compareciere para oponerse o allanarse, 
el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto dando por terminado el juicio de desahucio 
y se procederá el lanzamiento en el día y la hora fijadas. 
Si el demandado atendiere el requerimiento en cuanto al desalojo del inmueble sin formular oposición 
ni pagar la cantidad que se reclamase, el Letrado de la Administración de Justicia lo hará constar, y 
dictará decreto dando por terminado el procedimiento, y dejando sin efecto la diligencia de 
lanzamiento, a no ser que el demandante interese su mantenimiento para que se levante acta sobre 
el estado en que se encuentre la finca, dando traslado al demandante para que inste el despacho de 
ejecución en cuanto a la cantidad reclamada, bastando para ello con la mera solicitud. 
En los dos supuestos anteriores, el decreto dando por terminado el juicio de desahucio, impondrá las 
costas al demandado e incluirá las rentas debidas que se devenguen con posterioridad a la 
presentación de la demanda hasta la entrega de la posesión efectiva de la finca, tomándose como base 
de la liquidación de las rentas futuras, el importe de la última mensualidad reclamada al presentar la 
demanda. Si el demandado formulara oposición, se celebrará la vista en la fecha señalada. 

4. En todos los casos de desahucio, también se apercibirá al demandado en el requerimiento que se le 
realice que, de no comparecer a la vista, se declarará el desahucio sin más trámites y que queda citado 
para recibir la notificación de la sentencia que se dicte el sexto día siguiente al señalado para la vista. 
Igualmente, en la resolución que se dicte teniendo por opuesto al demandado se fijará día y hora 
exactas para que tenga lugar, en su caso, el lanzamiento, que deberá verificarse antes de treinta días 
desde la fecha señalada para la vista, advirtiendo al demandado que, si la sentencia fuese 
condenatoria y no se recurriera, se procederá al lanzamiento en el día y la hora fijadas, sin necesidad 
de notificación posterior.  

Artículo 441 Casos especiales en la tramitación inicial del juicio verbal 
1. Interpuesta la demanda en el caso del número 3.º del apartado 1 del artículo 250, el letrado de la 

Administración de Justicia llamará a los testigos propuestos por el demandante y, según sus 
declaraciones, el tribunal dictará auto en el que denegará u otorgará, sin perjuicio de mejor derecho, 
la posesión solicitada, llevando a cabo las actuaciones que repute conducentes a tal efecto. El auto 
será publicado por edictos, que se insertarán en un lugar visible de la sede del tribunal, en el Boletín 
Oficial de la Provincia y en uno de los periódicos de mayor circulación en la misma, a costa del 
demandante, instando a los interesados a comparecer y reclamar mediante contestación a la demanda, 
en el plazo de cuarenta días, si consideran tener mejor derecho que el demandante. 
Si nadie compareciere, se confirmará al demandante en la posesión; pero en caso de que se 
presentaren reclamantes, previo traslado de sus escritos al demandante, el letrado de la 
Administración de Justicia le citará, con todos los comparecientes, a la vista, sustanciándose en 
adelante las actuaciones del modo que se dispone en los artículos siguientes. 
1 bis. Cuando se trate de una demanda de recuperación de la posesión de una vivienda o parte de ella 
a que se refiere el párrafo segundo del numeral 4.º del apartado 1 del artículo 250, la notificación se 
hará a quien se encuentre habitando aquélla. Se podrá hacer además a los ignorados ocupantes de la 
vivienda. A efectos de proceder a la identificación del receptor y demás ocupantes, quien realice el 
acto de comunicación podrá ir acompañado de los agentes de la autoridad. Si ha sido posible la 
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identificación del receptor o demás ocupantes, se dará traslado a los servicios públicos competentes 
en materia de política social por si procediera su actuación, siempre que se hubiera otorgado el 
consentimiento por los interesados. 
Si el demandante hubiera solicitado la inmediata entrega de la posesión de la vivienda, en el decreto 
de admisión de la demanda se requerirá a sus ocupantes para que aporten, en el plazo de cinco días 
desde la notificación de aquella, título que justifique su situación posesoria. Si no se aportara 
justificación suficiente, el tribunal ordenará mediante auto la inmediata entrega de la posesión de la 
vivienda al demandante, siempre que el título que se hubiere acompañado a la demanda fuere 
bastante para la acreditación de su derecho a poseer. Contra el auto que decida sobre el incidente no 
cabrá recurso alguno y se llevará a efecto contra cualquiera de los ocupantes que se encontraren en 
ese momento en la vivienda. 
En todo caso, en la misma resolución en que se acuerde la entrega de la posesión de la vivienda al 
demandante y el desalojo de los ocupantes, se ordenará comunicar tal circunstancia, siempre que se 
hubiera otorgado el consentimiento por los interesados, a los servicios públicos competentes en 
materia de política social, para que, en el plazo de siete días, puedan adoptar las medidas de 
protección que en su caso procedan. 

2. Si la demanda pretendiere que se resuelva judicialmente, con carácter sumario, la suspensión de una 
obra nueva, el tribunal, antes incluso de que se dé traslado para la contestación a la demanda, dirigirá 
inmediata orden de suspensión al dueño o encargado de la obra, que podrá ofrecer caución para 
continuarla, así como la realización de las obras indispensables para conservar lo ya edificado. El 
tribunal podrá disponer que se lleve a cabo reconocimiento judicial, pericial o conjunto, antes de la 
vista. 
La caución podrá prestarse en la forma prevista en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 64. 

3. En los casos del número 7.º del apartado 1 del artículo 250, tan pronto se admita la demanda, el 
tribunal adoptará las medidas solicitadas que, según las circunstancias, fuesen necesarias para 
asegurar en todo caso el cumplimiento de la sentencia que recayere. 

4. En el caso del número 10.º del apartado 1 del artículo 250, admitida la demanda, el tribunal ordenará 
la exhibición de los bienes a su poseedor, bajo apercibimiento de incurrir en desobediencia a la 
autoridad judicial, y su inmediato embargo preventivo, que se asegurará mediante depósito, con 
arreglo a lo previsto en esta Ley. Cuando, al amparo de lo dispuesto en el número 11.º del apartado 1 
del artículo 250, se ejerciten acciones basadas en el incumplimiento de un contrato de arrendamiento 
financiero, arrendamiento de bienes muebles o contrato de venta a plazos con reserva de dominio, 
admitida la demanda el tribunal ordenará el depósito del bien cuya entrega se reclame. No se exigirá 
caución al demandante para la adopción de estas medidas cautelares, ni se admitirá oposición del 
demandado a las mismas. Tampoco se admitirán solicitudes de modificación o de sustitución de las 
medidas por caución. 
Además de lo dispuesto en el párrafo anterior, el letrado de la Administración de Justicia emplazará al 
demandado por cinco días para que se persone en las actuaciones, por medio de procurador, al objeto 
de contestar a la demanda por alguna de las causas previstas en el apartado 3 del artículo 444. Si el 
demandado dejare transcurrir el plazo sin contestar a la demanda, o si fundara ésta en causa no 
comprendida en el apartado 3 del artículo 444, se dictará, sin más trámites, sentencia estimatoria de 
las pretensiones del actor. 
Cuando el demandado contestara a la demanda con arreglo a lo previsto en el párrafo anterior, el 
letrado de la Administración de Justicia citará a las partes para la vista y, si el demandado no asistiera 
a la misma sin concurrir justa causa o asistiera, pero no mantuviera su oposición o fundara ésta en 
causa no comprendida en el apartado 3 del artículo 444, se dictará, sin más trámites, sentencia 
estimatoria de las pretensiones del actor. En estos casos el demandado, además, será sancionado con 
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multa de hasta la quinta parte del valor de la reclamación, con un mínimo de ciento ochenta euros. 
Contra la sentencia que se dicte en los casos de ausencia de oposición a que se refieren los dos párrafos 
anteriores no se dará recurso alguno. 

5. En los casos del número 1º del artículo 250.1, se informará al demandando de la posibilidad de que 
acuda a los servicios sociales, y en su caso, de la posibilidad de autorizar la cesión de sus datos a estos, 
a efectos de que puedan apreciar la posible situación de vulnerabilidad. A los mismos efectos, se 
comunicará, de oficio por el Juzgado, la existencia del procedimiento a los servicios sociales. En caso 
de que los servicios sociales confirmasen que el hogar afectado se encuentra en situación de 
vulnerabilidad social y/o económica, se notificará al órgano judicial inmediatamente. Recibida dicha 
comunicación, el Letrado de la Administración de Justicia suspenderá el proceso hasta que se adopten 
las medidas que los servicios sociales estimen oportunas, durante un plazo máximo de suspensión de 
un mes a contar desde la recepción de la comunicación de los servicios sociales al órgano judicial, o de 
tres meses si el demandante es una persona jurídica. Una vez adoptadas las medidas o transcurrido el 
plazo se alzará la suspensión y continuará el procedimiento por sus trámites. En estos supuestos, la 
cédula de emplazamiento al demandado habrá de contener datos de identificación de los servicios 
sociales a los que puede acudir el ciudadano.  

Artículo 442 Inasistencia de las partes a la vista 
1. Si el demandante no asistiese a la vista, y el demandado no alegare interés legítimo en la continuación 

del proceso para que se dicte sentencia sobre el fondo, se tendrá en el acto por desistido a aquél de la 
demanda, se le impondrán las costas causadas y se le condenará a indemnizar al demandado 
comparecido, si éste lo solicitare y acreditare los daños y perjuicios sufridos. 

2. Si no compareciere el demandado, se procederá a la celebración del juicio.  

Artículo 443 Desarrollo de la vista 
1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si subsiste el litigio entre 

ellas. 
Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo de inmediato, 
podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que homologue lo acordado. El acuerdo homologado 
judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a la transacción judicial y podrá llevarse a efecto 
por los trámites previstos para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados. Dicho 
acuerdo podrá impugnarse por las causas y en la forma que se prevén para la transacción judicial. 
Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de conformidad con 
lo previsto en el apartado 4 del artículo 19, para someterse a mediación. En este caso, el tribunal 
examinará previamente la concurrencia de los requisitos de capacidad jurídica y poder de disposición 
de las partes o de sus representantes debidamente acreditados, que asistan al acto. 
Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la misma sin acuerdo, 
cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale fecha para la continuación 
de la vista. En el caso de haberse alcanzado en la mediación acuerdo entre las partes, éstas deberán 
comunicarlo al tribunal para que decrete el archivo del procedimiento, sin perjuicio de solicitar 
previamente su homologación judicial. 

2. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas a concluirlo de inmediato, 
el tribunal resolverá sobre las circunstancias que puedan impedir la válida prosecución y término del 
proceso mediante sentencia sobre el fondo de acuerdo con los artículos 416 y siguientes. 

3. Si no se hubieran suscitado las cuestiones procesales a que se refieren los apartados anteriores o si, 
formuladas, se resolviese por el tribunal la continuación del acto, se dará la palabra a las partes para 
realizar aclaraciones y fijar los hechos sobre los que exista contradicción. Si no hubiere conformidad 
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sobre todos ellos, se propondrán las pruebas y se practicarán seguidamente las que resulten admitidas. 
La proposición de prueba de las partes podrá completarse con arreglo a lo dispuesto en el apartado 1 del 
artículo 429.  

Artículo 444 Reglas especiales sobre contenido de la vista 
1. Cuando en el juicio verbal se pretenda la recuperación de finca, rústica o urbana, dada en 

arrendamiento, por impago de la renta o cantidad asimilada sólo se permitirá al demandado alegar y 
probar el pago o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación. 
1 bis. Tratándose de un caso de recuperación de la posesión de una vivienda a que se refiere el párrafo 
segundo del numeral 4.º del apartado 1 del artículo 250, si el demandado o demandados no 
contestaran a la demanda en el plazo legalmente previsto, se procederá de inmediato a dictar 
sentencia. La oposición del demandado podrá fundarse exclusivamente en la existencia de título 
suficiente frente al actor para poseer la vivienda o en la falta de título por parte del actor. La sentencia 
estimatoria de la pretensión permitirá su ejecución, previa solicitud del demandante, sin necesidad de 
que transcurra el plazo de veinte días previsto en el artículo 548. 

2. En los casos del número 7.º del apartado 1 del artículo 250, el demandado sólo podrá oponerse a la 
demanda si, en su caso, presta la caución determinada por el tribunal en cualquiera de las formas 
previstas en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 64 de esta Ley. 

La oposición del demandado únicamente podrá fundarse en alguna de las causas siguientes: 
• 1.º Falsedad de la certificación del Registro u omisión en ella de derechos o condiciones inscritas, que 

desvirtúen la acción ejercitada. 
• 2.º Poseer el demandado la finca o disfrutar el derecho discutido por contrato u otra cualquier relación 

jurídica directa con el último titular o con titulares anteriores o en virtud de prescripción, siempre que 
ésta deba perjudicar al titular inscrito. 

• 3.º Que la finca o el derecho se encuentren inscritos a favor del demandado y así lo justifique 
presentando certificación del Registro de la Propiedad acreditativa de la vigencia de la inscripción. 

• 4.º No ser la finca inscrita la que efectivamente posea el demandado. 
• 3. En los casos de los números 10.º y 11.º del apartado 1 del artículo 250, la oposición del demandado 

sólo podrá fundarse en alguna de las causas siguientes: 
• 1.ª Falta de jurisdicción o de competencia del tribunal. 
• 2.ª Pago acreditado documentalmente. 
• 3.ª Inexistencia o falta de validez de su consentimiento, incluida la falsedad de la firma. 
• 4.ª Falsedad del documento en que aparezca formalizado el contrato.  

Artículo 445 Prueba y presunciones en los juicios verbales 
En materia de prueba y de presunciones, será de aplicación a los juicios verbales lo establecido en los 
capítulos V y VI del Título I del presente Libro.  

Artículo 446 Resoluciones sobre la prueba y recursos 
Contra las resoluciones del tribunal sobre admisión o inadmisión de pruebas sólo cabrá recurso de 
reposición, que se sustanciará y resolverá en el acto, y si se desestimare, la parte podrá formular protesta 
a efecto de hacer valer sus derechos, en su caso, en la segunda instancia.  

Artículo 447 Sentencia. Ausencia de cosa juzgada en casos especiales 
1. Practicadas las pruebas, el tribunal podrá conceder a las partes un turno de palabra para formular 

oralmente conclusiones. A continuación, se dará por terminada la vista y el tribunal dictará sentencia 
dentro de los diez días siguientes. Se exceptúan los juicios verbales en que se pida el desahucio de 
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finca urbana, en que la sentencia se dictará en los cinco días siguientes, convocándose en el acto de la 
vista a las partes a la sede del tribunal para recibir la notificación si no estuvieran representadas por 
procurador o no debiera realizarse por medios telemáticos, que tendrá lugar el día más próximo 
posible dentro de los cinco siguientes al de la sentencia. 
Sin perjuicio de lo anterior, en las sentencias de condena por allanamiento a que se refieren los 
apartados 3 de los artículos 437 y 440, en previsión de que no se verifique por el arrendatario el 
desalojo voluntario en el plazo señalado, se fijará con carácter subsidiario día y hora en que tendrá 
lugar, en su caso, el lanzamiento directo del demandado, que se llevará a término sin necesidad de 
ulteriores trámites en un plazo no superior a 15 días desde la finalización de dicho periodo voluntario. 
Del mismo modo, en las sentencias de condena por incomparecencia del demandado, se procederá al 
lanzamiento en la fecha fijada sin más trámite. 

2. No producirán efectos de cosa juzgada las sentencias que pongan fin a los juicios verbales sobre tutela 
sumaria de la posesión ni las que decidan sobre la pretensión de desahucio o recuperación de finca, 
rústica o urbana, dada en arrendamiento, por impago de la renta o alquiler o por expiración legal o 
contractual del plazo, y sobre otras pretensiones de tutela que esta Ley califique como sumarias. 

3. Carecerán también de efectos de cosa juzgada las sentencias que se dicten en los juicios verbales en 
que se pretenda la efectividad de derechos reales inscritos frente a quienes se opongan a ellos o 
perturben su ejercicio, sin disponer de título inscrito. 

4. Tampoco tendrán efectos de cosa juzgada las resoluciones judiciales a las que, en casos determinados, 
las leyes nieguen esos efectos.  

Artículo 447 bis Especialidades para la tramitación de los recursos contra las resoluciones que agoten 
la vía administrativa dictadas en materia de propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y 
Marcas 
La impugnación de las resoluciones que agoten la vía administrativa dictadas en materia de propiedad 
industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas se sustanciará por los trámites del juicio verbal con 
las siguientes especialidades: 
• 1.ª Están legitimadas para la interposición del recurso las partes que hubieran intervenido en el 

procedimiento administrativo previo cuya resolución se recurre. 
• 2.ª El plazo para interponer el recurso será de dos meses contados desde el día siguiente al de la 

notificación o publicación en el Boletín Oficial de la Propiedad Industrial de la resolución dictada si 
fuera expresa. Si no lo fuera, el plazo será de seis meses y se contará a partir del día siguiente a aquel 
en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto. 

• 3.ª Admitido el recurso, el letrado de la Administración de Justicia requerirá a la Oficina Española de 
Patentes y Marcas para que remita el expediente administrativo. 

• 4.ª El expediente deberá ser remitido en el plazo improrrogable de veinte días, a contar desde que la 
comunicación judicial tenga entrada en el registro general de la Oficina Española de Patentes y Marcas. 

• 5.ª Transcurrido el plazo de remisión del expediente sin haberse recibido completo, se reiterará la 
reclamación. 

• 6.ª Recibido el expediente, el letrado de la Administración de Justicia acordará el emplazamiento de 
los interesados para que se puedan personar como demandados en el plazo de nueve días. 

• 7.ª El emplazamiento de la Oficina Española de Patentes y Marcas se entenderá efectuado por la 
reclamación del expediente. La Oficina Española de Patentes y Marcas se entenderá personada por el 
envío del expediente. 

• 8.ª Los interesados legalmente emplazados podrán personarse en autos dentro del plazo concedido. 
Si lo hicieren posteriormente, se les tendrá por parte para los trámites no precluidos. Si no se 
personaren oportunamente continuará el procedimiento por sus trámites, sin que haya lugar a 
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practicarles, en estrados o en cualquier otra forma, notificaciones de clase alguna. 
• 9.ª El letrado de la Administración de Justicia acordará que se entregue el expediente al recurrente 

para que se deduzca la demanda en el plazo de veinte días. 
• 10.ª El demandante podrá pretender la declaración de no ser conforme a Derecho y, en su caso, la 

anulación de la resolución recurrida. 
• También podrá pretender el reconocimiento y restablecimiento de una situación jurídica 

individualizada y la adopción de las medidas adecuadas para el pleno restablecimiento de la misma. 
• 11.ª Si la demanda no se presenta dentro del plazo, el Tribunal, de oficio, declarará por auto el archivo 

de las actuaciones. 
• 12.ª Transcurrido el término para la remisión del expediente administrativo sin que éste hubiera sido 

enviado, la parte recurrente podrá pedir, por sí o a iniciativa del letrado de la Administración de Justicia, 
que se conceda plazo para formalizar la demanda. 

• Si después de que la parte demandante hubiera usado del derecho establecido en el párrafo anterior 
se recibiera el expediente, el letrado de la Administración de Justicia pondrá éste de manifiesto a las 
partes por plazo común de diez días para que puedan efectuar las alegaciones complementarias que 
estimen oportunas. 

• 13.ª Presentada la demanda, el letrado de la Administración de Justicia dará traslado de la misma, con 
entrega del expediente administrativo o copia del mismo, a los interesados que hubieran comparecido, 
para que la contesten en el plazo de veinte días. Si la demanda se hubiere formalizado sin haberse 
recibido el expediente administrativo, se emplazará a la Oficina Española de Patentes y Marcas para 
contestar, apercibiéndola de que no se admitirá la contestación si no va acompañada de dicho 
expediente.  

DESGLOSE ARTICULOS PARA POSESORIOS DE DESAHUCIO FALTA DE PAGO 250.1.1º Y RECUPERACION DE 
VIVIENDA O PARTE DE VIVIENDA 250.1,4, PARRAFO 2. 

ARTICULOS DESAHUCIO 250.1.1º( FALTA DE PAGO) 

21.3. Si el allanamiento resultase del compromiso con efectos de transacción previsto en el apartado 3 del 
artículo 437 para los juicios de desahucio por falta de pago de rentas o cantidades debidas, o por 
expiración legal o contractual del plazo, la resolución que homologue la transacción declarará que, de no 
cumplirse con el plazo del desalojo establecido en la transacción, ésta quedará sin efecto, y que se llevará 
a cabo el lanzamiento sin más trámite y sin notificación alguna al condenado, en el día y hora fijadas en la 
citación si ésta es de fecha posterior, o en el día y hora que se señale en dicha resolución. 
22.4. Los procesos de desahucio de finca urbana o rústica por falta de pago de las rentas o cantidades 
debidas por el arrendatario terminarán mediante decreto dictado al efecto por el Letrado de la 
Administración de Justicia si, requerido aquél en los términos previstos en el apartado 3 del artículo 440, 
paga al actor o pone a su disposición en el Tribunal o notarialmente, dentro del plazo conferido en el 
requerimiento, el importe de las cantidades reclamadas en la demanda y el de las que adeude en el 
momento de dicho pago enervador del desahucio. Si el demandante se opusiera a la enervación por no 
cumplirse los anteriores requisitos, se citará a las partes a la vista prevenida en el artículo 443 de esta Ley, 
tras la cual el Juez dictará sentencia por la que declarará enervada la acción o, en otro caso, estimará la 
demanda habiendo lugar al desahucio. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación cuando el arrendatario hubiera enervado el 
desahucio en una ocasión anterior, excepto que el cobro no hubiera tenido lugar por causas imputables al 
arrendador, ni cuando el arrendador hubiese requerido de pago al arrendatario por cualquier medio 
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fehaciente con, al menos, treinta días de antelación a la presentación de la demanda y el pago no se 
hubiese efectuado al tiempo de dicha presentación. 
33.3. Cuando en un juicio de aquellos a los que se refiere el número 1.º del apartado 1 del artículo 250, 
alguna de las partes solicitara el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, el Tribunal, 
tan pronto como tenga noticia de este hecho, dictará una resolución motivada requiriendo de los colegios 
profesionales el nombramiento provisional de abogado y de procurador, cuando las designaciones no 
hubieran sido realizadas con anterioridad, sin perjuicio del resarcimiento posterior de los honorarios 
correspondientes por el solicitante si se le deniega después el derecho a la asistencia jurídica gratuita. 
Dicha resolución se comunicará por el medio más rápido posible a los Colegios de Abogados y de 
Procuradores, tramitándose a continuación la solicitud según lo previsto en la Ley de Asistencia Jurídica 
Gratuita. 
52.1.7.º En los juicios sobre arrendamientos de inmuebles y en los de desahucio, será competente el 
tribunal del lugar en que esté sita la finca. 
155. 3, párrafo 2...Cuando en la demanda se ejercite una acción de aquellas a las que se refiere el número 
1.º del apartado 1 del artículo 250, se entenderá que si las partes no han acordado señalar en el contrato 
de arrendamiento un domicilio en el que se llevarán a cabo los actos de comunicación, éste será, a todos 
los efectos, el de la vivienda o local arrendado. 
220.2. En los casos de reclamaciones de rentas periódicas, cuando la acción de reclamación se acumule a 
la acción de desahucio por falta de pago o por expiración legal o contractual del plazo, y el demandante lo 
hubiere interesado expresamente en su escrito de demanda, la sentencia, el auto o el decreto incluirán la 
condena a satisfacer también las rentas debidas que se devenguen con posterioridad a la presentación de 
la demanda hasta la entrega de la posesión efectiva de la finca, tomándose como base de la liquidación 
de las rentas futuras, el importe de la última mensualidad reclamada al presentar la demanda. 
437.3. Si en la demanda se solicitase el desahucio de finca urbana por falta de pago de las rentas o 
cantidades debidas al arrendador, o por expiración legal o contractual del plazo, el demandante podrá 
anunciar en ella que asume el compromiso de condonar al arrendatario todo o parte de la deuda y de las 
costas, con expresión de la cantidad concreta, condicionándolo al desalojo voluntario de la finca dentro 
del plazo que se indique por el arrendador, que no podrá ser inferior al plazo de quince días desde que se 
notifique la demanda. Igualmente, podrá interesarse en la demanda que se tenga por solicitada la 
ejecución del lanzamiento en la fecha y hora que se fije por el juzgado a los efectos señalados en el 
apartado 3 del artículo 549. 
437.4.3.ª La acumulación de las acciones en reclamación de rentas o cantidades análogas vencidas y no 
pagadas, cuando se trate de juicios de desahucios de finca por falta de pago o por expiración legal o 
contractual del plazo, con independencia de la cantidad que se reclame. Asimismo, también podrán 
acumularse las acciones ejercitadas contra el fiador o avalista solidario previo requerimiento de pago no 
satisfecho. 
439.3. No se admitirán las demandas de desahucio de finca urbana por falta de pago de las rentas o 
cantidades debidas por el arrendatario si el arrendador no indicare las circunstancias concurrentes que 
puedan permitir o no, en el caso concreto, la enervación del desahucio. 
440.3. En los casos de demandas en las que se ejercite la pretensión de desahucio por falta de pago de 
rentas o cantidades debidas, acumulando o no la pretensión de condena al pago de las mismas, el Letrado 
de la Administración de Justicia, tras la admisión, y previamente a la vista que se señale, requerirá al 
demandado para que, en el plazo de diez días, desaloje el inmueble, pague al actor o, en caso de pretender 
la enervación, pague la totalidad de lo que deba o ponga a disposición de aquel en el tribunal o 
notarialmente el importe de las cantidades reclamadas en la demanda y el de las que adeude en el 
momento de dicho pago enervador del desahucio; o en otro caso comparezca ante éste y alegue 
sucintamente, formulando oposición, las razones por las que, a su entender, no debe, en todo o en parte, 
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la cantidad reclamada o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación. 
Si el demandante ha expresado en su demanda que asume el compromiso a que se refiere el apartado 3 
del artículo 437, se le pondrá de manifiesto en el requerimiento, y la aceptación de este compromiso 
equivaldrá a un allanamiento con los efectos del artículo 21. 
Además, el requerimiento expresará el día y la hora que se hubieran señalado para que tengan lugar la 
eventual vista en caso de oposición del demandando, para la que servirá de citación, y el día y la hora 
exactos para la práctica del lanzamiento en caso de que no hubiera oposición. Asimismo se expresará que 
en caso de solicitar asistencia jurídica gratuita el demandado, deberá hacerlo en los tres días siguientes a 
la práctica del requerimiento, así como que la falta de oposición al requerimiento supondrá la prestación 
de su consentimiento a la resolución del contrato de arrendamiento que le vincula con el arrendador. 
El requerimiento se practicará en la forma prevista en el artículo 161 de esta Ley, teniendo en cuenta las 
previsiones contenidas en apartado 3 del artículo 155 y en el último párrafo del artículo 164, apercibiendo 
al demandado de que, de no realizar ninguna de las actuaciones citadas, se procederá a su inmediato 
lanzamiento, sin necesidad de notificación posterior, así como de los demás extremos comprendidos en 
el apartado siguiente de este mismo artículo. 
Si el demandado no atendiere el requerimiento de pago o no compareciere para oponerse o allanarse, el 
Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto dando por terminado el juicio de desahucio y se 
procederá el lanzamiento en el día y la hora fijadas. 
Si el demandado atendiere el requerimiento en cuanto al desalojo del inmueble sin formular oposición ni 
pagar la cantidad que se reclamase, el Letrado de la Administración de Justicia lo hará constar, y dictará 
decreto dando por terminado el procedimiento, y dejando sin efecto la diligencia de lanzamiento, a no ser 
que el demandante interese su mantenimiento para que se levante acta sobre el estado en que se 
encuentre la finca, dando traslado al demandante para que inste el despacho de ejecución en cuanto a la 
cantidad reclamada, bastando para ello con la mera solicitud. 
En los dos supuestos anteriores, el decreto dando por terminado el juicio de desahucio, impondrá las 
costas al demandado e incluirá las rentas debidas que se devenguen con posterioridad a la presentación 
de la demanda hasta la entrega de la posesión efectiva de la finca, tomándose como base de la liquidación 
de las rentas futuras, el importe de la última mensualidad reclamada al presentar la demanda. Si el 
demandado formulara oposición, se celebrará la vista en la fecha señalada. 
440.4. En todos los casos de desahucio, también se apercibirá al demandado en el requerimiento que se 
le realice que, de no comparecer a la vista, se declarará el desahucio sin más trámites y que queda citado 
para recibir la notificación de la sentencia que se dicte el sexto día siguiente al señalado para la vista. 
Igualmente, en la resolución que se dicte teniendo por opuesto al demandado se fijará día y hora exactas 
para que tenga lugar, en su caso, el lanzamiento, que deberá verificarse antes de treinta días desde la fecha 
señalada para la vista, advirtiendo al demandado que, si la sentencia fuese condenatoria y no se recurriera, 
se procederá al lanzamiento en el día y la hora fijadas, sin necesidad de notificación posterior. 
441.5. En los casos del número 1º del artículo 250.1, se informará al demandando de la posibilidad de que 
acuda a los servicios sociales, y en su caso, de la posibilidad de autorizar la cesión de sus datos a estos, a 
efectos de que puedan apreciar la posible situación de vulnerabilidad. A los mismos efectos, se comunicará, 
de oficio por el Juzgado, la existencia del procedimiento a los servicios sociales. En caso de que los servicios 
sociales confirmasen que el hogar afectado se encuentra en situación de vulnerabilidad social y/o 
económica, se notificará al órgano judicial inmediatamente. Recibida dicha comunicación, el Letrado de la 
Administración de Justicia suspenderá el proceso hasta que se adopten las medidas que los servicios 
sociales estimen oportunas, durante un plazo máximo de suspensión de un mes a contar desde la 
recepción de la comunicación de los servicios sociales al órgano judicial, o de tres meses si el demandante 
es una persona jurídica. Una vez adoptadas las medidas o transcurrido el plazo se alzará la suspensión y 
continuará el procedimiento por sus trámites. En estos supuestos, la cédula de emplazamiento al 
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demandado habrá de contener datos de identificación de los servicios sociales a los que puede acudir el 
ciudadano. 
444.1. Cuando en el juicio verbal se pretenda la recuperación de finca, rústica o urbana, dada en 
arrendamiento, por impago de la renta o cantidad asimilada sólo se permitirá al demandado alegar y 
probar el pago o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación. 
447.2. No producirán efectos de cosa juzgada las sentencias que pongan fin a los juicios verbales sobre 
tutela sumaria de la posesión ni las que decidan sobre la pretensión de desahucio o recuperación de finca, 
rústica o urbana, dada en arrendamiento, por impago de la renta o alquiler o por expiración legal o 
contractual del plazo, y sobre otras pretensiones de tutela que esta Ley califique como sumarias. 
449.1. En los procesos que lleven aparejado el lanzamiento, no se admitirán al demandado los recursos 
de apelación, extraordinario por infracción procesal o casación si, al interponerlos, no manifiesta, 
acreditándolo por escrito, tener satisfechas las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato deba pagar 
adelantadas. 
494.2. No procederá el recurso de queja en los procesos de desahucios de finca urbana y rústica, cuando 
la sentencia que procediera dictar en su caso no tuviese la consideración de cosa juzgada. 
497.2, párrafo 3….Cuando se trate de sentencia condenatoria de desahucio por falta de pago de rentas o 
cantidades debidas, o por expiración legal o contractual del plazo, y el demandado citado en forma no 
hubiera comparecido en la fecha o en el plazo señalado en la citación, la notificación se hará por medio 
de edictos fijando copia de la sentencia en el tablón de anuncios de la Oficina Judicial. 
497.3. No será necesaria la publicación de edictos en el "Boletín Oficial" de la Comunidad Autónoma o en 
el ''Boletín Oficial del Estado'' en aquellos procedimientos en los que la sentencia no tenga efecto de cosa 
juzgada y en los procesos de desahucio en los que se acumule la acción de reclamación de las rentas y 
cantidades debidas. En estos casos bastará la publicidad del edicto en el tablón de anuncios de la Oficina 
Judicial. 
549.3En la sentencia condenatoria de desahucio por falta de pago de las rentas o cantidades debidas, o 
por expiración legal o contractual del plazo, o en los decretos que pongan fin al referido desahucio si no 
hubiera oposición al requerimiento, la solicitud de su ejecución en la demanda de desahucio será 
suficiente para la ejecución directa de dichas resoluciones, sin necesidad de ningún otro trámite para 
proceder al lanzamiento en el día y hora señalados en la propia sentencia o en la fecha que se hubiera 
fijado al ordenar la realización del requerimiento al demandado. 
549.4. El plazo de espera legal al que se refiere el artículo anterior no será de aplicación en la ejecución de 
resoluciones de condena de desahucio por falta de pago de rentas o cantidades debidas, o por expiración 
legal o contractual del plazo, que se regirá por lo previsto en tales casos. 

Artículo 703. Entrega de bienes inmuebles  
1. Si el título dispusiere la transmisión o entrega de un bien inmueble, una vez dictado el auto autorizando 

y despachando la ejecución, el letrado de la Administración de Justicia responsable de la misma 
ordenará de inmediato lo que proceda según el contenido de la condena y, en su caso, dispondrá lo 
necesario para adecuar el Registro al título ejecutivo. 
Si en el inmueble que haya de entregarse hubiere cosas que no sean objeto del título, el letrado de la 
Administración de Justicia requerirá al ejecutado para que las retire dentro del plazo que señale. Si no 
las retirare, se considerarán bienes abandonados a todos los efectos. 
En los casos de desahucio por falta de pago de rentas o cantidades debidas, o por expiración legal o 
contractual del plazo, para evitar demoras en la práctica del lanzamiento, previa autorización del 
letrado de la Administración de Justicia, bastará con la presencia de un único funcionario con categoría 
de Gestor, que podrá solicitar el auxilio, en su caso, de la fuerza pública. 

2. Cuando en el acto del lanzamiento se reivindique por el que desaloje la finca la titularidad de cosas no 
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separables, de consistir en plantaciones o instalaciones estrictamente necesarias para la utilización 
ordinaria del inmueble, se resolverá en la ejecución sobre la obligación de abono de su valor, de 
instarlo los interesados en el plazo de cinco días a partir del desalojo. 

3. De hacerse constar en el lanzamiento la existencia de desperfectos en el inmueble originados por el 
ejecutado o los ocupantes, se podrá acordar la retención y constitución en depósito de bienes 
suficientes del posible responsable, para responder de los daños y perjuicios causados, que se 
liquidarán, en su caso y a petición del ejecutante, de conformidad con lo previsto en los artículos 712 
y siguientes. 

4. Si con anterioridad a la fecha fijada para el lanzamiento, en caso de que el título consista en una 
sentencia dictada en un juicio de desahucio de finca urbana, se entregare la posesión efectiva al 
demandante, acreditándolo el arrendador ante el Letrado de la Administración de Justicia encargado 
de la ejecución, se dictará decreto declarando ejecutada la sentencia y cancelando la diligencia, a no 
ser que el demandante interese su mantenimiento para que se levante acta del estado en que se 
encuentre la finca.  

Artículo 704 Ocupantes de inmuebles que deban entregarse 
1. Cuando el inmueble cuya posesión se deba entregar fuera vivienda habitual del ejecutado o de quienes 

de él dependan, el Letrado de la Administración de Justicia les dará un plazo de un mes para desalojarlo. 
De existir motivo fundado, podrá prorrogarse dicho plazo un mes más. 
Transcurridos los plazos señalados, se procederá de inmediato al lanzamiento, fijándose la fecha de 
éste en la resolución inicial o en la que acuerde la prórroga. 

2. Si el inmueble a cuya entrega obliga el título ejecutivo estuviera ocupado por terceras personas 
distintas del ejecutado y de quienes con él compartan la utilización de aquél, el Letrado de la 
Administración de Justicia responsable de la ejecución, tan pronto como conozca su existencia, les 
notificará el despacho de la ejecución o la pendencia de ésta, para que, en el plazo de diez días, 
presenten los títulos que justifiquen su situación. 
El ejecutante podrá pedir al tribunal el lanzamiento de quienes considere ocupantes de mero hecho o 
sin título suficiente. De esta petición se dará traslado a las personas designadas por el ejecutante, 
prosiguiendo las actuaciones conforme a lo previsto en los apartados 3 y 4 del artículo 675. 
675.3. La petición de lanzamiento a que se refiere el apartado anterior se notificará a los ocupantes 
indicados por el adquirente, con citación a una vista que señalará el Letrado de la Administración de 
Justicia dentro del plazo de diez días, en la que podrán alegar y probar lo que consideren oportuno 
respecto de su situación. El Tribunal, por medio de auto, sin ulterior recurso, resolverá sobre el 
lanzamiento, que decretará en todo caso si el ocupante u ocupantes citados no comparecieren sin 
justa causa. 
675.4. El auto que resolviere sobre el lanzamiento de los ocupantes de un inmueble dejará a salvo, 
cualquiera que fuere su contenido, los derechos de los interesados, que podrán ejercitarse en el juicio 
que corresponda.  

ARTICULOS LEC POSESORIO “OKUPAS” 

250.1,4º. 
Las que pretendan la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien haya 
sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute. 
Podrán pedir la inmediata recuperación de la plena posesión de una vivienda o parte de ella, siempre que 
se hayan visto privados de ella sin su consentimiento, la persona física que sea propietaria o poseedora 
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legítima por otro título, las entidades sin ánimo de lucro con derecho a poseerla y las entidades públicas 
propietarias o poseedoras legítimas de vivienda social. 

437. 3 bis. 
Cuando se solicitase en la demanda la recuperación de la posesión de una vivienda o parte de ella a la que 
se refiere el párrafo segundo del numeral 4.º del apartado 1 del artículo 250, aquélla podrá dirigirse 
genéricamente contra los desconocidos ocupantes de la misma, sin perjuicio de la notificación que de ella 
se realice a quien en concreto se encontrare en el inmueble al tiempo de llevar a cabo dicha notificación. 
A la demanda se deberá acompañar el título en que el actor funde su derecho a poseer. 

441.1 bis. 
Cuando se trate de una demanda de recuperación de la posesión de una vivienda o parte de ella a que se 
refiere el párrafo segundo del numeral 4.º del apartado 1 del artículo 250, la notificación se hará a quien 
se encuentre habitando aquélla. Se podrá hacer además a los ignorados ocupantes de la vivienda. A 
efectos de proceder a la identificación del receptor y demás ocupantes, quien realice el acto de 
comunicación podrá ir acompañado de los agentes de la autoridad. Si ha sido posible la identificación del 
receptor o demás ocupantes, se dará traslado a los servicios públicos competentes en materia de política 
social por si procediera su actuación, siempre que se hubiera otorgado el consentimiento por los 
interesados. 
Si el demandante hubiera solicitado la inmediata entrega de la posesión de la vivienda, en el decreto de 
admisión de la demanda se requerirá a sus ocupantes para que aporten, en el plazo de cinco días desde 
la notificación de aquella, título que justifique su situación posesoria. Si no se aportara justificación 
suficiente, el tribunal ordenará mediante auto la inmediata entrega de la posesión de la vivienda al 
demandante, siempre que el título que se hubiere acompañado a la demanda fuere bastante para la 
acreditación de su derecho a poseer. Contra el auto que decida sobre el incidente no cabrá recurso alguno 
y se llevará a efecto contra cualquiera de los ocupantes que se encontraren en ese momento en la vivienda. 
En todo caso, en la misma resolución en que se acuerde la entrega de la posesión de la vivienda al 
demandante y el desalojo de los ocupantes, se ordenará comunicar tal circunstancia, siempre que se 
hubiera otorgado el consentimiento por los interesados, a los servicios públicos competentes en materia 
de política social, para que, en el plazo de siete días, puedan adoptar las medidas de protección que en su 
caso procedan. 

444.1 bis. 
Tratándose de un caso de recuperación de la posesión de una vivienda a que se refiere el párrafo segundo 
del numeral 4.º del apartado 1 del artículo 250, si el demandado o demandados no contestaran a la 
demanda en el plazo legalmente previsto, se procederá de inmediato a dictar sentencia. La oposición del 
demandado podrá fundarse exclusivamente en la existencia de título suficiente frente al actor para poseer 
la vivienda o en la falta de título por parte del actor. La sentencia estimatoria de la pretensión permitirá 
su ejecución, previa solicitud del demandante, sin necesidad de que transcurra el plazo de veinte días 
previsto en el artículo 548. 
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